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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

T E X T O S  D E  P L E N A R I A

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 55 DE 

2024 SENADO

por medio de la cual se continúa la escalera de la formalidad y se dictan disposiciones para disminuir los 
costos y trámites a cargo de las empresas.

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

–

 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 055 
DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE CONTINÚA LA ESCALERA DE 

LA FORMALIDAD Y SE DICTAN DISPOSICIONES PARA DISMINUIR LOS 
COSTOS Y TRÁMITES A CARGO DE LAS EMPRESAS”. 

  

El Congreso de la República de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Decreto Único de Trámites Empresariales. El Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo compilará en un decreto único los trámites y requisitos 
que deberán cumplir las empresas por sectores. Las empresas estarán obligadas a 
cumplir solo aquello que contenga el decreto. 

Los Ministerios y Sectores Administrativos, realizarán evaluación del costo de trámites 
y requisitos impuestos por su sector y a las empresas, para estimar el valor acorde al 
cobro. Se priorizará la gratuidad para las empresas de los primeros tres escalones de la 
formalidad. 

De igual manera, se deberá revisar la utilidad y necesidad del trámite o su eliminación 
o posible unificación con otros similares. 

Para esta evaluación, se deberá tener en cuenta las horas hombre del tiempo que toma 
llevar a cabo los trámites.  

Así mismo, se fijará un monto máximo sobre las utilidades de la empresa que podrán 
ser destinados a estos trámites, requisitos y obligaciones. En ningún caso los trámites 
y requisitos podrán exceder ese porcentaje sobre las utilidades.  

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

–

 

Una vez los Ministerios y Sectores Administrativos, cuenten con la evaluación, harán 
una propuesta de tarifa del trámite y expedirán la reglamentación respectiva.  Esta 
reglamentación, será incorporada en Decreto Único de Trámites Empresariales. 

El Decreto Único de Trámites Empresariales sólo podrá actualizarse anualmente con 
base en el IPC.  Los trámites y requisitos que deberán cumplir las empresas tendrán en 
cuenta la gradualidad de la Escalera de la Formalidad establecidas en esta ley.  

Adicionalmente, al tratarse de un Decreto Compilatorio, debe contar con visto bueno 
de la función pública, porque puede que adicione o elimine trámites. 

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo creará y mantendrá una plataforma 
digital interactiva para facilitar el acceso al Decreto Único de Trámites y Costos.  Esta 
plataforma ofrecerá asesoría personalizada sobre los trámites que cada empresa debe 
cumplir, con una interfaz intuitiva y herramientas de búsqueda eficientes para asegurar 
que la información sea fácilmente accesible. 

Parágrafo.  El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo establecerá un mecanismo 
de revisión y actualización automática del decreto, el cual incluirá la participación activa 
de representantes del sector empresarial y expertos en simplificación de trámites, con 
el fin de garantizar que el decreto se mantenga actualizado y refleje las necesidades 
del entorno empresarial. 

Artículo 2. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Documento único. Para trámites con el Estado, ninguna entidad 
gubernamental podrá exigir más de una (1) vez un documento que haya sido 
presentado a otra o la misma entidad. Es función de las entidades estatales tener un 
sistema conjunto de información que evite la doble tramitología. 

Parágrafo nuevo. El único caso donde una entidad podrá pedir un documento en más 
de una oportunidad, será cuando aquél tenga una fecha de vencimiento, y en el 
momento de iniciar el proceso, este se encuentre vencido. Si no tuviere fecha de 
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vencimiento el documento será válido durante todo el proceso o al menos durante un 
año.  

Artículo 3. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Cierre definitivo de una empresa. En el momento que una 
empresa entre en proceso de disolución ninguna entidad podrá ejercer cobros por 
funcionamiento que no se haya causado con anterioridad.  

Los únicos cobros posibles serán aquellos de deudas y pasivos empresariales anteriores 
a la disolución o aquellas que se causarán en el proceso de liquidación. 

Será función de las Cámaras de Comercio emitir una comunicación automática y pública 
sobre la disolución, para la cual tenga al menos como directos destinatarios la Dirección 
Nacional de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN- e Industria y Comercio del 
municipio donde se ejerza la acción comercial. 

Parágrafo nuevo. Las Cámaras de Comercio no podrán exigir para hacer efectiva la 
cancelación del registro y matrícula ningún documento previo por parte de entidades 
nacionales. La cancelación del registro y matrícula mercantil ante las Cámaras de 
Comercio no podrá durar más de un día. 

Parágrafo nuevo. Será función de las Cámaras de Comercio y del Gobierno Nacional 
crear un método de remisión automática a todas las entidades gubernamentales o que 
administren parafiscales o derechos de autor de la cancelación de una empresa.  

Artículo 4. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Saldos a favor. La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
deberá reintegrar a los contribuyentes los saldos a favor, pagos en exceso o pagos de 
lo no debido de las declaraciones tributarias y/o aduaneras, en un periodo no mayor a 
dos (2) meses a la cuenta bancaria registrada ante la DIAN, cuando el contribuyente lo 
solicite. 

El contribuyente podrá hacer la solicitud desde el día que se hace efectiva la declaración 
de renta o el documento que certifique los ingresos.  

Artículo 5. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Registro de marca. Por la obtención del registro y matrícula 
mercantil se podrá iniciar de manera automática el Registro de Marca y sus 
complementarios. La solicitud será asesorada por las Cámaras de Comercio y enviada 
a la Superintendencia de Industria y Comercio para su trámite.  

La Superintendencia de Industria Comercio establecerá tasas progresivas para el pago 
de Registro de Marca, que deberán empezar desde los cero pesos, para los primeros 
tres escalones de la formalidad. Sólo podrá aumentar las tasas anuales con tope de la 
inflación anual. 

Parágrafo nuevo. Las Cámaras de Comercio propenderán para que los empresarios 
tengan el Registro de Marca. 

Artículo 6. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Registro de los libros sociales y registro de libro de actas.  El 
registro de los libros de socios o accionistas, y los de actas de asamblea y juntas de 
socios será gratuito en el primer escalón de la formalidad. 

El registro de los libros deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes a la matrícula 
de la persona jurídica. 

Artículo 7. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Registro Simplificado de Proponentes para Micro y Pequeñas 
Empresas. Con el objeto de promover la participación y acceso de las micro y pequeñas 
empresas a las compras públicas, incorpórese al Registro Único de Proponentes un 
Registro Simplificado. Se inscribirán en este registro las personas naturales y jurídicas 
que tengan la calidad de micro o pequeñas empresas, que pretendan celebrar contratos 
con entidades del Estados en las modalidades de contratación directa, dispuestos en 

los literales e, g, h, i, k del artículo 2 de la ley 1150 de 2007 así como los de mínima 
cuantía, en la Cámara de Comercio en su domicilio principal.  

El Registro Simplificado incorporará la capacidad jurídica, la experiencia obtenida hasta 
con cinco (5) contratos celebrados en los últimos cinco (5) años con entidades públicas 
o privadas y la capacidad financiera con indicadores simplificados. Para este efecto, las 
micro y pequeñas empresas podrán acreditar estos indicadores con base en estados 
financieros simplificados. 

Las Cámaras de Comercio acompañarán a los actores en el proceso de verificación de 
los requisitos habilitantes de las micro y pequeñas empresas, con el fin de ser tenidas 
en cuenta en los procesos de contratación en los cuales participen. En este registro, se 
deberá efectuar la inscripción, renovación y actualización de las micro y pequeñas 
empresas, a través de trámites simplificados y por medios electrónicos.  

El Gobierno Nacional reglamentará el Registro Simplificado, así como la tarifa reducida 
del mismo. 

Artículo 8. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Software de facturación electrónica. La inscripción ante la DIAN 
y demás entidades estatales para iniciar y continuar con el proceso de facturación 
electrónica no podrá tener ningún costo con el Estado. 

En los primeros escalones de la formalidad, el Estado subsidiará la adquisición del 
software de facturación electrónica a las empresas. El Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo regulará en qué casos y tipo de nuevas empresas aplicará este beneficio.  

Artículo 9. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Funcionamiento de establecimientos comerciales. Para el 
ejercicio de actividades, derechos o cumplimiento de obligaciones para el 
funcionamiento de establecimientos comerciales, únicamente podrán exigirse las 
autorizaciones, requisitos o permisos que estén previstos taxativamente en la ley o se 

encuentren autorizados expresamente por esta. Las autoridades no podrán exigir 
certificaciones, conceptos o constancias adicionales, y prevalecerá el principio de 
reserva legal de permisos, licencias y requisitos. 

No se podrán establecer exigencias para el funcionamiento de establecimientos 
comerciales basadas en la interpretación analógica o extensiva de normas por parte de 
las autoridades públicas.  

Artículo 10. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Simplificación de trámites regionales. Los gobernadores y 
alcaldes, en el marco de sus competencias y con el objetivo de cumplir las disposiciones 
legales sobre formalidad empresarial, deberán: 

1. Identificar los cobros no autorizados por la Ley sobre formalidad empresarial, 
asociados a sus trámites. 

2. Gestionar ante las corporaciones públicas correspondientes los proyectos de 
ordenanza departamental o acuerdo municipal, que resulten necesarios para 
desmontar los cobros no autorizados por la ley sobre formalidad empresarial. 

3. Asegurar que no se creen cobros que no se encuentren autorizados por la Ley 
sobre formalidad empresarial. 

4. Implementar lo señalado en el artículo 3 de la Ley 2069 de 2020 y el artículo 
14 de la Ley 2254 de 2022, sobre la aplicación de las tarifas del impuesto 
departamental de registro, dentro de rangos determinados y la aplicación de 
tarifas diferenciales sobre formalidad empresarial. 

5. Garantizar la gratuidad del trámite de inscripción, modificación o cancelación 
del registro de industria y comercio. En ningún caso los costos asociados a la 
digitalización, automatización y operación podrán ser transferidos al ciudadano, 
usuario o grupo de interés sobre formalidad empresarial. 
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6. Actualizar la información registrada en el Sistema Único de Trámites SUIT, 
eliminando los cobros no autorizados por ley y registrando las tarifas 
diferenciales establecidas sobre formalidad empresarial. 

7. Hacer uso de las nuevas tecnologías y los mandatos de interoperabilidad y 
desmaterialización, para reducir cualquier costo asociado y avanzar hacia la 
gratuidad, en los términos que contempla la ley en trámites sobre formalidad 
empresarial. 

8. Identificar los trámites, procesos, procedimientos y/o servicios necesarios para 
la creación, operación y liquidación de las empresas, que estén a cargo de 
entidades del nivel municipal y departamental, para establecer los planes de 
trabajo con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo que se requieran, para 
su vinculación a la Ventanilla Única Empresarial - VUE. 

Artículo 11. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Capacitaciones. Los programas de capacitación que sean 
obligatorios a cargo de los empresarios, establecidos en la Ley 50 de 1990, la Ley 1562 
de 2012, la Ley 2101 de 2021, el decreto único reglamentario 1072 de 2015 o el que 
haga de sus veces, o cualquiera que se refiera al Sistema de Riesgos Laborales, los 
programas o normas de Salud Ocupacional o los estándares mínimos del Sistema de 
Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo, no podrán ser más de dos (2) al año en 
total, y deberán estar incluidos en el decreto único de trámites y costos de cada sector.  

Parágrafo nuevo. En los primeros escalones de la formalidad estas capacitaciones 
obligatorias podrán ser deducibles del impuesto de renta empresarial. El Ministerio del 
Trabajo y el Ministerio de Hacienda reglamentará este artículo. 

Artículo 12. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Verificación de normas de salud ocupacional. El Gobierno 
Nacional no podrá exigir a las empresas la contratación directa o indirecta de 

empleados, o la contratación tercerizada de empresas, cuya función sea verificar, crear, 
evaluar o velar por el cumplimiento de las exigencias y requisitos del Sistema General 
de Riesgos Laborales, Salud ocupacional establecidos en la Ley 1562 de 2012, en el 
decreto único reglamentario 1072 de 2015 o quien haga sus veces, o en los estándares 
mínimos del Sistema de Gestión de la Seguridad y Salud en el Trabajo.  

Esto no exonera en ninguna circunstancia al empleador del incumplimiento de las 
normas de Salud Ocupacional y del Sistema General de Riesgos Laborales sobre sus 
empleados; el empleador diseñará el sistema de seguimiento y será responsable de 
cumplirlo. El gobierno podrá hacer inspecciones que considere para verificar el 
cumplimiento. 

Parágrafo nuevo. En los primeros escalones de la formalidad, las normas de Salud 
Ocupacional, Riesgos Laborales y de Seguridad en el Trabajo serán progresivas. El 
Ministerio del Trabajo reglamentará la progresividad de estos requisitos en cada uno de 
los escalones. 

Artículo 13. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Evaluaciones médicas. Las evaluaciones médicas de ingreso, 
periódicas y de retiro a cargo del empleador serán pagadas por las Agencias de Riesgos 
Laborales- ARL.  Las ARL no podrán hacer ningún tipo de cobro adicional a las empresas 
de los ya establecidos por ley por el pago de las evaluaciones establecidas en este 
artículo.  

Parágrafo nuevo. No habrá lugar a responsabilidad alguna del empleador, en aquellos 
casos en que el empleado se abstenga de hacerse la evaluación médica de retiro. 

Artículo 14. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Accidentes laborales. Los accidentes laborales ocurridos por fuera 
de las funciones del trabajador o de los que se menciona en su contrato, no podrán 
entenderse cómo un incumplimiento de los programas de salud ocupacional, normas 

de salud ocupacional, del Sistema de Riesgos Laborales o del Sistema de Gestión de la 
Seguridad y Salud en el Trabajo, cuando la razón del accidente haya sido por una 
decisión autónoma del trabajador contraria a la de sus funciones. No obstante, las 
Administradoras de Riesgos Laborales deberán ser responsables por las 
indemnizaciones correspondientes, en cualquier caso. 

Artículo 15. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Oferta institucional de las Cámaras de Comercio. Las Cámaras 
de Comercio tendrán en su oferta institucional programas relacionados con la 
elaboración y seguimiento del plan de Seguridad en el Trabajo, Sistema de Gestión de 
la Seguridad y Salud en el Trabajo en coordinación con las Administradoras de Riesgos 
Laborales (ARL).  

Artículo 16. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Cambio de entidad de seguridad social. Cuando el empleador 
realice un cambio de Administradora de Riesgos Laborales o Caja de Compensación 
Familiar, o cuando el trabajador decida cambiar de Empresa Promotora de Salud o 
Fondo de Pensiones, conforme la normativa vigente, se deberá garantizar la continuidad 
en la cobertura de seguridad social durante el periodo de traslado.  Se entenderá como 
afiliado de la entidad saliente hasta el día que se haga efectiva la afiliación en la nueva 
entidad. 

Artículo 17. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo. Formato único.  El Gobierno Nacional, en coordinación con la 
Superintendencia de Sociedades, deberá desarrollar un solo documento de entrega 
anual por parte de las empresas que tienen a cargo la obligación de reportar temas 
relacionados con la prevención del riesgo de lavado de activos, la financiación del 
terrorismo y la financiación de la proliferación de armas de destrucción masiva 
(LA/FT/FPADM), acorde con los tratados internacionales. 

Dicho documento de entrega anual será el único exigible a las empresas, y deberá ser 
la Superintendencia de Sociedades, quien entregue copia a otras entidades públicas 
nacionales e internacionales que puedan solicitarlo. 

Artículo 18. Adiciónese un artículo nuevo a la ley 2254 de 2022, el cual quedará así: 

Artículo nuevo.  Publicidad de Estados Financieros. Modifique el artículo 41 de la 
ley 222 de 1995, la cual quedará así: 

“Artículo 41. Publicidad de los estados financieros. Dentro del mes siguiente a la fecha 
en la cual sean aprobados, se depositará copia de los estados financieros de propósito 
general, a excepción de aquellos considerados como información confidencial y/o sujeta 
a reserva, junto con sus notas y el dictamen correspondiente, si lo hubiere, en la cámara 
de comercio del domicilio social sin costo alguno. Ésta expedirá copia de tales 
documentos a quienes lo soliciten y paguen los costos correspondientes. Sin embargo, 
las entidades gubernamentales que ejerzan la inspección, vigilancia o control podrán 
establecer casos en los cuales no se exija depósito o se requiera un medio de publicidad 
adicional. También podrán ordenar la publicidad de los estados financieros intermedios.  

Cuando los estados financieros se depositen en la Superintendencia de Sociedades, no 
tendrán que ser depositados en las cámaras de comercio. 

La cámara de comercio deberá conservar, por cualquier medio, los documentos 
mencionados en este artículo por el término de cinco años. 

La entidad en que se depositen, asegurará los mecanismos necesarios para proteger el 
acceso a la información de manera indiscriminada por parte de terceros; especialmente 
aquella con carácter reservado.  Solo podrá facilitar la información a terceros en caso 
de solicitud expresa por los organismos públicos de control o por orden judicial. 

Artículo 19. Vigencia. La presente Ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas aquellas disposiciones que le sean contrarias. 
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Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 055 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE CONTINÚA LA ESCALERA DE LA 
FORMALIDAD Y SE DICTAN DISPOSICIONES PARA DISMINUIR LOS COSTOS 
Y TRÁMITES A CARGO DE LAS EMPRESAS”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
MIGUEL URIBE TURBAY 
Senador Ponente     
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de marzo de 2025, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 67 DE 

2024 SENADO
por medio del cual se establece el derecho a fijar el aviso de traslado de local comercial, a través de la 

adición de un inciso al artículo 518 del Decreto número 410 de 1971, Código de Comercio.

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

–

 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 067 

DE 2024 SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE EL DERECHO A 
FIJAR EL AVISO DE TRASLADO DE LOCAL COMERCIAL, A TRAVÉS DE LA 
ADICIÓN DE UN INCISO AL ARTÍCULO 518 DEL DECRETO 410 DE 1971, 

CÓDIGO DE COMERCIO”. 
 

  
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 

D E C R E T A: 
 

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto modificar el artículo 518 del 
Decreto 410 de 1971, actual Código de Comercio colombiano, en lo atinente a la adición 
de un inciso final que establezca el derecho de aviso de traslado por parte del 
arrendatario de un local comercial, una vez terminada la relación contractual.  

Artículo 2º. Adiciónese un inciso final al artículo 518 del Decreto 410 de 1971 - Código 
de Comercio; así:  

Después de terminada la relación contractual de arrendamiento, el arrendatario del local 
comercial tiene el derecho a informar de su traslado, a través de la fijación de un aviso, 
en un lugar visible para el público dentro del local comercial, de tamaño no superior a 
1.600 cm2, el cual contendrá la información sobre la nueva localización y referencias 
comerciales del establecimiento de comercio, y deberá permanecer fijado por el término 
de un (1) mes contado a partir de la restitución del inmueble arrendado. En caso de 
remodelación o demolición del local comercial, el arrendatario tendrá derecho a fijar el 
aviso de traslado en la puerta exterior del inmueble, en un lugar visible al público.  El 
costo del aviso lo pagará el anterior arrendatario del local comercial.  No podrá haber 
oposición a este derecho por parte del propietario, del arrendador, del nuevo 
arrendatario del local comercial ni de terceros que tengan derechos e intereses a 
cualquier título sobre el local comercial, so pena de incurrir en multa de un (1) Salario 
Mínimo Legal Mensual Vigente, que será impuesta por la Superintendencia de Industria 
y Comercio, previa investigación, de acuerdo con el procedimiento aplicable por 
violación de las disposiciones sobre protección de la competencia y competencia desleal.  

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

–

 

Artículo 3.- Vigencia y Derogatorias: La presente ley rige a partir de su sanción y 
promulgación, y deroga las disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 067 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE EL DERECHO A FIJAR EL 
AVISO DE TRASLADO DE LOCAL COMERCIAL, A TRAVÉS DE LA ADICIÓN DE 
UN INCISO AL ARTÍCULO 518 DEL DECRETO 410 DE 1971, CÓDIGO DE 
COMERCIO”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
LILIANA BITAR CASTILLA    ANA CAROLINA ESPITIA JEREZ 
Senadora de la República    Senadora de la República 
     
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de marzo de 2025, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
 
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 97 DE 

2023 SENADO

por medio de la cual se modifica la Ley 610 de 2000 y se dictan otras disposiciones en materia de 
responsabilidad fiscal.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 097 
DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 610 DE 

2000 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE 
RESPONSABILIDAD FISCAL”. 

  
EL CONGRESO DE COLOMBIA  

D E C R E T A: 

ARTÍCULO  1. OBJETO.  La presente reina tiene por objeto, optimizar los fines del 
trámite de los procesos de responsabilidad   fiscal, y robustecer el derecho de 
contradicción y defensa establecido en el artículo 29 de la Constitución Política de 
Colombia para quienes ostenten la calidad de sujetos procesales o presuntos 
responsables. 
 

ARTÍCULO  2. Modifíquese   el artículo 1° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así: 

AARRTTIICCUULLOO        11°°..  DDEEFFIINNIICCIIÓÓNN..   El proceso de responsabilidad   fiscal es el conjunto 
de actuaciones    administrativas     adelantadas    por   las   Contralorías    con   el   
fin   de determinar   y establecer   la responsabilidad    de los servidores   públicos   y 
de los particulares, cuando en el ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de esta, 
causen por acción u omisión y en forma dolosa o gravemente culposa un daño al 
patrimonio del Estado. 
 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 4 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

AARRTTÍÍCCUULLOO  44°°..  OOBBJJEETTOO  DDEE  LLAA  RREESSPPOONNSSAABBIILLIIDDAADD  FFIISSCCAALL..    La responsabilidad 
fiscal tiene por objeto el resarcimiento   de los daños ocasionados   al patrimonio 
público   como consecuencia    de la conducta   dolosa   o gravemente   culposa   de 
quienes realizan gestión fiscal mediante el pago de una indemnización   pecuniaria 
que   compense    el perjuicio   sufrido   por la respectiva   entidad   estatal.   Para   
el establecimiento    de responsabilidad    fiscal en cada caso, se tendrá en cuenta el 
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cumplimiento   de los principios rectores de la función administrativa   y de la gestión 
fiscal. 

PARÁGRAFO.  La responsabilidad   fiscal es autónoma   e independiente   y se 
entiende sin perjuicio de cualquier otra clase de responsabilidad. 
 

ARTÍCULO  4. Modifíquese el artículo 5° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así: 

ARTíCULO 5°.  ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD FISCAL. La 
responsabilidad fiscal estará integrada por los siguientes elementos: 

- Una conducta dolosa o gravemente    culposa atribuible a una persona que 
realiza gestión fiscal. 

- Un daño patrimonial al Estado. 
- Un nexo causal entre los dos elementos anteriores. 

 

ARTÍCULO 5. Modifíquese   el artículo 6° de la Ley 610 de 2000, el cual quedará 
así: 

AARRTTÍÍCCUULLOO  66°°..  DDAAÑÑOO  PPAATTRRIIMMOONNIIAALL  AALL  EESSTTAADDOO.. Para  efectos  de esta  ley se 
entiende    por   daño   patrimonial    al   Estado    la   lesión   del   patrimonio    público, 
representada    en  el  menoscabo,    disminución,    perjuicio,   detrimento,    pérdida   
o deterioro   de  los  bienes  o  recursos   públicos,  o  a  los  intereses   patrimoniales   
del Estado,   producida   por  una  gestión   fiscal   antieconómica,    ineficaz,   ineficiente  
e inoportuna,   que  en  términos   generales,   no  se  aplique   al  cumplimiento    de  
los cometidos   y de  los  fines  esenciales   del  Estado,   particularizados    por  el  
objetivo funcional  y organizacional,   programa  o proyecto de los sujetos  de vigilancia  
y control de las contralorías. 

Dicho daño podrá ocasionarse por acción u omisión de los servidores públicos o por la 
persona natural o jurídica de derecho privado, que en forma dolosa o gravemente 
culposa produzcan directamente   o contribuyan al detrimento al patrimonio público. 
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ARTÍCULO  6. Modifíquese el artículo   30 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará 
así: 

AARRTTIICCUULLOO  3300..  CCLLÁÁUUSSUULLAA  DDEE  EEXXCCLLUUSSiiÓÓNN.. Toda prueba obtenida con violación 
de los derechos y garantías fundamentales   será nula de pleno derecho, por lo que 
deberá excluirse de la actuación procesal.  Igual tratamiento   recibirán las pruebas 
que sean consecuencia   de las pruebas excluidas o las que solo puedan explicarse en 
razón a su existencia.    

Se   deberán    considerar, al   respecto, las   siguientes    excepciones:     la   fuente 
independiente, el vínculo atenuado, el descubrimiento   inevitable y los demás que 
establezca la ley. 

PARÁGRAFO.  Las pruebas recaudadas sin el lleno de las formalidades   sustanciales, 
se tendrán como inexistentes. 
 

ARTÍCULO  7. Créese el artículo 51A en la Ley 610 de 2000, el cual quedará 
así: 

ARTíCULO 51A.  TRASLADO    PARA ALEGATOS    DE CONCLUSiÓN.    Vencido 
el término para   practicar   las pruebas   decretadas, el funcionario    de conocimiento 
mediante auto de sustanciación   ordenará el traslado por el término de diez (10) días, 
para que los sujetos procesales o presuntos responsables   presenten alegatos de 
conclusión. 
 

ARTÍCULO   8. Modifíquese el artículo 52 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 52. TÉRMINO PARA PROFERIR FALLO..  El funcionario competente 
proferirá decisión de fondo, denominado fallo con o sin responsabilidad   fiscal, según 
el caso, dentro del término de treinta (30) días siguientes al vencimiento del término 
de traslado para presentar alegatos de conclusión. 
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ARTÍCULO 9. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 610 de 2000, el cual quedará así:  

ARTÍCULO 53.  FALLO CON RESPONSABILIDAD FISCAL.  El funcionario 
competente   proferirá  fallo  con responsabilidad   fiscal  al presunto  responsable  
fiscal cuando  en el proceso  obre  prueba  que conduzca  a la certeza  de la existencia  
del daño al patrimonio  público y de su cuantificación,   de la individualización   y 
actuación cuando  menos  con culpa grave  del gestor fiscal y de la relación  de 
causalidad entre el comportamiento   del agente y el daño ocasionado  al erario, y 
como consecuencia se  establezca   la obligación   de  pagar  una  suma  líquida   de  
dinero   a  cargo  del responsable. 

Los fallos con responsabilidad   deberán determinar en forma precisa la cuantía del 
daño causado, actualizándolo   a valor presente al momento de la decisión, según los 
índices de precios al consumidor   certificados   por el DANE para los períodos 
correspondientes.     

PARÁGRAFO.    El funcionario   instructor motivará la decisión indicando, además de 
lo establecido en el inciso primero de este artículo, lo siguiente: 

1. La identidad del sujeto procesal; 
2. El resumen de los hechos; 
3. El análisis de las pruebas en que se fundamenta; 
4. El análisis y valoración jurídica de la imputación, los argumentos   de defensa y 

de los alegatos que hubieren sido presentados; 
5. El análisis del daño; 
6. El análisis de la conducta; 
7. El análisis del nexo causal del daño y la conducta; 
8. El análisis y fundamento de calificación de la conducta; y 
9. Las razones de la declaratoria de responsabilidad fiscal. 
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ARTÍCULO 10.  VIGENCIA Y DEROGATORIA.  La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias. 

 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 097 DE 2023 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE MODIFICA LA LEY 610 DE 2000 Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSICIONES EN MATERIA DE RESPONSABILIDAD 
FISCAL”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
MARÍA FERNANDA CABAL MOLINA 
Senadora Ponente 
 
 
     
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de marzo de 2025, de conformidad con el articulado propuesto. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
 
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 149 DE 

2024 SENADO

por medio de la cual se regula lo referente a las comunidades gestoras del agua, su manejo de aguas 
residuales y se dictan otras disposiciones.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 

 

Edificio Capitolio Nacional – Primer Piso   Teléfonos  3825381    3825186 

 

 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 149 
DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA LO REFERENTE A 

LAS COMUNIDADES GESTORAS DEL AGUA, SU MANEJO DE AGUAS 
RESIDUALES Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 

  

CONGRESO DE COLOMBIA  

DECRETA: 
 

TÍTULO I  

DISPOSICIONES GENERALES  

Artículo 1. Objeto. regular lo referente a las comunidades gestoras del agua y el 
manejo de aguas residuales estableciendo un marco jurídico para su fortalecimiento y 
desarrollo. 

Artículo 2. Principios. Para efecto de la presente ley se tendrán como principios 
rectores los siguientes: 

Responsabilidad: El Estado fortalecerá, acompañará y promoverá la gestión 
comunitaria del agua, garantizando la autonomía de las comunidades y la concurrencia 
institucional. 

Participación: La ciudadanía, las comunidades gestoras del agua y las autoridades 
promoverán y generarán espacios vinculantes de interlocución y discusión de manera 
libre e informada alrededor de normas y políticas públicas para la gestión comunitaria 
del agua.  

Transparencia: La información relacionada con las políticas públicas, planes, 
programas, proyectos, actividades y obras de interés, será de dominio público, en este 
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sentido toda persona podrá conocer las actuaciones para la gestión comunitaria del 
agua, salvo reserva legal. Los sujetos obligados deberán proporcionar y facilitar el 
acceso a esta de manera oportuna, y garantizar su divulgación en lenguaje accesible y 
en formatos que sean comprensibles y de fácil acceso para las comunidades. 

Autonomía comunitaria: La gestión comunitaria del agua parte del reconocimiento 
de los valores culturales y ambientales que las comunidades han construido 
consuetudinariamente, al igual que el uso de tecnologías sociales y culturalmente 
apropiadas para el autoabastecimiento del agua. Se respetará el derecho de las 
comunidades a tomar sus propias decisiones asamblearias, adoptar acuerdos sociales y 
las relativas a los sistemas normativos propios de su gestión y regulación interna con 
respeto a preceptos normativos y constitucionales. 

Equidad: Las políticas, programas y proyectos tendrán un enfoque de justicia 
ambiental, asegurando la adecuada distribución de cargas y beneficios ambientales 
entre los habitantes del territorio y el Estado, evitando la imposición de cargas 
desproporcionadas a las comunidades gestoras del agua y a las personas beneficiarias. 
Se garantizará el derecho al ambiente sano a generaciones presentes y futuras. 

Coordinación: Las autoridades junto con las comunidades gestoras del agua 
concertarán acciones para el desarrollo de la gestión comunitaria del agua, procurando 
la superación de barreras institucionales, sociales, culturales y económicas con respeto 
a la autonomía comunitaria. 

Libertad de elección: Los gestores comunitarios podrán desarrollar conjuntamente 
las actividades relativas a los servicios comunitarios de agua y saneamiento básico o 
concentrarse exclusivamente en alguna de estas o sus actividades complementarias. 
Asimismo, podrán oficiar como administradores de sistemas aprovisionamiento a partir 
de los criterios que defina el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

Artículo 3. Enfoques. Para la interpretación y aplicación de esta Ley, se atenderán 
los siguientes enfoques: 
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Enfoque de derechos: Se tendrá en cuenta la interdependencia, integralidad e 
indivisibilidad de los derechos con el fin de lograr su goce efectivo. El Estado respetará 
y promoverá los derechos humanos al agua y al saneamiento, en sus dimensiones 
individuales y colectivas, así como los derechos de las comunidades gestoras de que 
trata esta ley, en cuanto contribuyen a la garantía de los derechos a la alimentación, a 
la seguridad y a la soberanía alimentaria. 

Enfoque diferencial: Se tendrán en cuenta las particularidades de las comunidades 
organizadas y de sus integrantes en consideración a su etnia, edad, sexo, lengua y 
origen atendiendo a la superación de situaciones de vulnerabilidad de las poblaciones 
independientemente de la zona en la que se encuentren ubicadas. 

Enfoque territorial: Se considerarán las características ambientales, sociales, 
políticas, económicas e institucionales de cada territorio, en especial sus formas 
culturales de uso y administración, sus dinámicas urbano-rurales, así como las 
capacidades y potencialidades de las comunidades gestoras del agua. 

Artículo 4. Definiciones. Para efectos de la presente ley se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones:  

Gestión comunitaria del agua y el saneamiento básico: Modelo especial para la 
gestión del agua a través del cual se desarrollan un conjunto de acciones por parte de 
Gestores Comunitarios, de manera autónoma, solidaria y democrática para facilitar los 
usos individuales, colectivos y comunitarios, con el fin de promover niveles de vida 
dignos a través de la protección del agua y los ecosistemas esenciales para el ciclo 
hídrico, la prestación comunitaria del servicio de agua y/o saneamiento básico o la 
administración de sistemas de aprovisionamiento; así como el desarrollo de acciones 
para la preservación de los valores culturales y sociales de la comunidad a la que 
pertenece. Sin perjuicio de las obligaciones del Estado. 

Gestores comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico: Son las comunidades 
organizadas, en los términos del artículo 365 de la Constitución Política, constituidas 

como personas jurídicas sin ánimo de lucro u otras formas organizativas de beneficio 
comunitario, vinculadas por lazos de vecindad, valores sociales y culturales 
compartidos, que se basan en la colaboración mutua y los principios democráticos, cuyo 
objeto es la gestión comunitaria del agua y el saneamiento básico.  La constitución de 
estas organizaciones no podrá ser utilizada como una barrera de acceso al agua ni 
condicionarse al cumplimiento de requisitos administrativos excesivos que puedan 
dificultar su funcionamiento o limitar su alcance. 

Prestación comunitaria del servicio de agua: Es el conjunto de acciones 
desarrolladas por los Gestores Comunitarios destinadas a garantizar de manera 
progresiva el derecho humano al agua de forma continua, apta, asequible, accesible y 
culturalmente aceptable de acuerdo con lo usos, costumbres y tecnologías socialmente 
apropiadas, así como contribuir a la garantía de los derechos a la alimentación, a la 
seguridad y a la soberanía alimentaria. En el caso de la gestión comunitaria del agua, 
esta consistirá en la procuración acceso y suministro del agua para usos personales y 
domésticos y aquellos relacionados con la economía familiar a pequeña escala. Esto 
puede incluir la captación, tratamiento, almacenamiento, conducción, transporte y 
distribución del agua desde su fuente hasta las viviendas o predios de las personas 
asociadas y/o beneficiarias ubicadas en zonas rurales o urbanas. El Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio definirá las condiciones y requisitos para ser considerado 
como “administrador de sistemas de aprovisionamiento” como un tipo de gestión 
comunitaria del agua alternativa a la prestación de servicio público en los términos del 
artículo 279 de la Ley 1955 de 2019, considerando que estos no serán objeto de la 
regulación de la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico (CRA) 
ni la inspección vigilancia y control de la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD). 

Prestación comunitaria del saneamiento básico. Es el conjunto de acciones 
desarrolladas por los Gestores Comunitarios destinadas para el manejo de las aguas 
residuales domésticas, provenientes de viviendas o predios ubicados en zona urbana o 
rural. Estas acciones pueden incluir la recolección, almacenamiento, tratamiento y 

disposición final de las aguas residuales domésticas, y las acciones que se implementen 
para el reúso del agua o para la instalación y mantenimiento de las soluciones de 
saneamiento, sean estas de carácter individual o colectivo. 
 

TÍTULO II  

COMUNIDADES GESTORAS DEL AGUA  

Artículo 5. Denominación especial. Los gestores comunitarios son comunidades 
organizadas, bajo cualquiera de las figuras asociativas sin ánimo de lucro vigentes o 
juntas de acción comunal, de carácter solidario con patrimonio propio, que cooperan 
entre sí a través de unos estatutos asociativos para el desarrollo de un modelo especial 
de gestión comunitaria del agua y el saneamiento básico.  

El Gestor Comunitario deberá incluir de manera clara y expresa en su objeto social la 
gestión comunitaria del agua y el Saneamiento Básico, su razón social deberá 
complementarse con la sigla GCA. 

Parágrafo 1. Las comunidades gestoras del agua y saneamiento estarán sujetas a la 
vigilancia y control de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios en lo 
relacionado a la prestación comunitaria del servicio respectivo. Esta entidad adoptará 
un régimen de control y seguimiento especial y diferente al establecido para los 
prestadores con ánimo de lucro y atendiendo al carácter comunitario de estas 
organizaciones.  

Parágrafo 2. El Gobierno Nacional en el marco de sus competencias dentro de los seis 
meses siguientes a la promulgación de la presente ley expedirá la reglamentación 
necesaria para implementar los mandatos contenidos en la presente ley para hacer un 
trato especial y diferenciado en consideración al carácter comunitario de los gestores 
comunitarios. Esta reglamentación tendrá en cuenta las consideraciones del espacio 
consultivo de la Mesa Nacional de Gestión Comunitaria del Agua. 

Artículo 6. Certificación de existencia y representación de los gestores 
comunitarios.  Salvo norma legal especial, la certificación de la existencia y 
representación de las diversas tipologías bajo las cuales puede conformarse un gestor 
comunitario se sujetará a las siguientes reglas: 

1. Los gestores comunitarios no estarán sujetos a la inscripción y trámite ante las 
Cámaras de Comercio, de que trata el Decreto 2150 de 1995. 

2. Las alcaldías municipales o distritales serán responsables del registro y la certificación 
de la existencia de los gestores comunitarios, lo mismo que de la certificación de su 
existencia y representación, mencionado registro debe articularse con el Registro de 
Usuarios del Recurso Hídrico y el sistema de información que defina el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio del gobierno nacional. 

3. El registro de los gestores comunitarios, así como sus actualizaciones y las 
certificaciones a que hubiere lugar no generarán costo o erogación alguna a cargo de 
los gestores comunitarios. 

4. El Gobierno nacional, por medio del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
definirá y administrará un sistema de información único y de acceso público para llevar 
a cabo este proceso de registro, así como las condiciones necesarias para expedir las 
certificaciones a que hubiere lugar, garantizando que los datos sean accesibles para 
entes de control y la ciudadanía en general, que permita el seguimiento de la gestión 
comunitaria del agua.  Por otro lado, con respecto al Registro de Usuarios del Recurso 
Hídrico deberá actualizar los campos para que los gestores comunitarios también hagan 
su registro respectivo. 

TÍTULO III  

GESTIÓN AMBIENTAL COMUNITARIA  
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Artículo 7. Comité Municipal de las Microcuencas y Acuíferos. La autoridad 
ambiental competente en alianza con la alcaldía municipal correspondiente creará el 
comité municipal de microcuencas y acuíferos por cada municipio donde se encuentre 
por lo menos una Comunidad Gestora del Agua, será una instancia de consulta, 
interlocución y decisión para la coordinación y planeación del ordenamiento de las 
microcuencas y acuíferos, la priorización de medidas de conservación, restauración y 
resolución de conflictos relacionados con las fuentes de agua. Estos comités tendrán 
participación prioritaria en los consejos de agua establecidos en el artículo 34 de la ley 
2294 de 2023 y su conformación y funcionamiento estará sujeto a reglamentación por 
parte del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en concertación con el 
Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio. 

En la reglamentación, se deberá incluir la articulación entre los resultados de la instancia 
del comité municipal de las microcuencas y acuíferos para que sean informadas y 
presentadas ante el consejo de cuenca definidos como instancias de participación en el 
marco de los POMCA.   

Artículo 8. Mapa de Riesgo de Abastecimiento y Calidad del Agua. Los 
Municipios y las autoridades ambientales y sanitarias deberán elaborar, revisar y 
actualizar los Mapas de riesgo de Abastecimiento y Calidad de agua para consumo 
humano de todas las fuentes que abastecen a las Comunidades Gestoras del Agua 
dentro del Municipio. En caso de existir riesgo, el municipio o la autoridad sanitaria 
correspondiente, serán los competentes de evaluar las características de interés 
sanitario y establecer la propuesta del sistema de tratamiento y/o determinar las 
acciones de restauración pertinentes para mitigar el riesgo. 

Artículo 9. Concesiones: La autoridad ambiental competente priorizará las solicitudes 
presentadas por los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico y ésta 
tendrá una duración no menor a 20 años. Para determinar las obligaciones que recaen 
sobre el Gestor Comunitario del Agua y el Saneamiento Básico se tendrán en cuenta 
sus condiciones particulares, capacidades técnicas y económicas, los planes locales de 

ordenamiento ambiental y territorial y las prácticas comunitarias para la protección y 
restauración de las fuentes de agua. 

Las comunidades organizadas que requieran consumos de agua con caudales inferiores 
a 1,0 litros por segundo (lps), no requerirán concesión de aguas; sin embargo, deberán 
inscribirse en el Registro de Usuarios del Recurso Hídrico. Para esta excepción, se deben 
cumplir las siguientes condiciones:  

El uso del agua será exclusivamente para consumo humano en comunidades 
organizadas localizadas en el área urbana y, en el caso de las ubicadas en área rural, 
el uso será exclusivo para la subsistencia de la familia rural, siempre y cuando la fuente 
de abastecimiento no se encuentre declarada en agotamiento o en proceso de 
reglamentación. 

El período concesionado podrá renovarse y no serán exigibles cargas adicionales a los 
gestores comunitarios del agua y saneamiento básico; la renovación será por un periodo 
igual y en caso de cambiar las condiciones ambientales y/o sociales la carga de la 
prueba será de la autoridad ambiental competente.  

En los casos descritos en el presente artículo tampoco será exigible el pago de la tasa 
de aprovechamiento del agua. 

Parágrafo 1. Los litros por segundo concesionados a los Gestores Comunitarios del 
Agua y el Saneamiento Básico se calcularán contemplando la expectativa de crecimiento 
de la población que señale el Departamento Administrativo Nacional de Estadística – 
DANE, la información sobre el crecimiento de los beneficiarios del que posean los 
gestores comunitarios del agua y el saneamiento básico y la capacidad de la fuente 
hídrica. 

Parágrafo 2. Los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico que solo 
presten el servicio comunitario de suministro de agua, no les será exigible contar con 
permiso de vertimientos o plan de manejo de vertimientos. 

Artículo 10. Adiciónese el parágrafo segundo al artículo 2 de la Ley 373 de 1997, el 
cual quedará así: 

Parágrafo. Los gestores comunitarios que requieran consumos de agua superiores a 
4 litros por segundo presentarán ante la autoridad ambiental competente un Programa 
de Uso Eficiente y Ahorro del agua, que contenga la descripción de la fuente 
abastecedora donde se identifiquen las amenazas sobre la oferta hídrica, la descripción 
de los componentes del sistema de acueducto comunitario donde se identifiquen sitios 
críticos de pérdidas de agua en los componentes del sistema, las estrategias o 
actividades encaminadas a mitigar amenazas de la fuente abastecedora de acuerdo a 
la capacidad del acueducto, estrategias o actividades encaminadas a disminuir pérdidas 
en el sistema del acueducto y estrategias o actividades encaminadas a educación 
ambiental y de ahorro y uso eficiente del agua. 

Artículo 11. Vertimientos en las fuentes abastecedoras: La Autoridad Ambiental 
competente en concertación con los gestores comunitarios del agua y saneamiento 
básico verificará los impactos de los vertimientos aguas arriba de las bocatomas e 
implementará las acciones correctivas para asegurar que la calidad del agua no se vea 
afectada y no se genere un riesgo para la salud humana y del ambiente. 

Artículo 12. Gestión del riesgo: El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
la Unidad Nacional Para la Gestión del Riesgo y Desastres - UNGRD, el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio en concertación con las comunidades gestoras del agua 
para la Gestión Comunitaria del Agua elaborarán la Estrategia para la Gestión del Riesgo 
para la prevención de afectaciones a la gestión comunitaria del agua; que contengan 
acciones de mitigación e intervención del riesgo, adaptación, participación y 
capacitación de las comunidades organizadas. 

Parágrafo 1. Para la construcción de la Estrategia para la Gestión del Riesgo para la 
prevención de afectaciones a la gestión comunitaria del agua podrán intervenir con voz, 
pero sin voto, la academia, organizaciones no gubernamentales y la sociedad civil. 

Parágrafo 2. La creación de la Estrategia para la Gestión del Riesgo para la prevención 
de afectaciones a la gestión comunitaria del agua será en el término de un año. 

Artículo 13. Monitoreo ambiental participativo: A través de Programas Integrales 
de Monitoreos Ambientales sobre las fuentes abastecedoras de comunidades gestoras 
del agua, las autoridades ambientales promoverán redes de monitoreo comunitario 
participativo; cuando se presenten indicios de contaminación de las fuentes 
abastecedoras se podrá solicitar a la autoridad ambiental competente que se realice la 
priorización en el monitoreo ambiental, el cual será financiado por la Autoridad 
Ambiental Competente. 

Artículo 14. Adiciónese el parágrafo séptimo (7) al artículo 31 de la Ley 99 de 1993, 
el cual quedará así: 

Parágrafo. De conformidad con el numeral octavo (8) del presente artículo se 
priorizarán los programas relacionados con gestión integral del agua, gestión integral 
de los residuos sólidos, restauración de ecosistemas relacionados con el ciclo hídrico, 
cambio climático, dirigidos a las comunidades gestoras del agua. 
 

TÍTULO IV  

PRESTACIÓN COMUNITARIA DEL AGUA.  

CAPÍTULO I 

DE LA PRESTACIÓN COMUNITARIA DEL AGUA  

Artículo 15. Patrimonio. El patrimonio de los Gestores Comunitarios del Agua y el 
saneamiento básico es el conjunto de bienes, derechos y obligaciones adquiridos 
legalmente por concepto de contribuciones, aportes, donaciones y las que provengan 
de cualquier actividad u operación lícita; el uso, usufructo y destino se acordará 
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colectivamente de conformidad con sus estatutos para promover y mejorar las 
condiciones de acceso al agua de sus beneficiarios. 

Parágrafo 1. La infraestructura convencional, tecnologías apropiados o soluciones 
alternativas adaptadas a las dinámicas sociales y culturales de los territorios, 
construidas con aportes del sector privado en los que no se haya determinado la 
titularidad del derecho de propiedad, se deberá solicitar ante las autoridades 
competentes el cambio la asignación de titularidad y de propiedad a los Gestores 
Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico que presenten la documentación legal 
sobre su constitución y funcionamiento en el área respectiva donde se encuentre la 
infraestructura.  Lo anterior contará con el acompañamiento del Ministerio o la entidad 
competente para brindar asistencia/asesoría para esos procesos. 

Parágrafo 2. Los recursos públicos que ingresen a los Gestores Comunitarios del Agua 
y el Saneamiento Básico para la realización de obras, prestación de servicios o desarrollo 
de convenios y/o acuerdos público-comunitarios, no ingresarán a su patrimonio y el 
importe de los mismos se manejará contablemente en rubro especial. 

Parágrafo 3. Los convenios, contratos u acuerdos de voluntades que realicen los 
gestores comunitarios con otras asociaciones comunitarias o públicas, no pueden versar 
sobre la venta del servicio de agua potable para fines diferentes al uso domiciliario y de 
alimentación de subsistencia en zonas urbanas y rurales.  En casos de asociaciones de 
naturaleza privada no se deberán realizar acuerdos de voluntades sobre la prestación 
del servicio de agua y alcantarillado.  

Artículo 16. Los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico podrán, de 
acuerdo a sus estatutos, proveer de agua a personas que no ostenten la calidad de 
asociados o afiliados. En estos casos estos beneficiarios no podrán participar en los 
órganos de decisión de organización comunitaria, pero tienen derecho a disfrutar del 
acceso al agua en las condiciones definidas en el acuerdo comunitario para la gestión 
del agua. 

Artículo 17. Aportes. Los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico, 
a través de la Asamblea General definirán los aportes ordinarios y extraordinarios de 
los beneficiarios teniendo en cuenta la sostenibilidad de la gestión comunitaria del agua 
y/o manejo de aguas residuales, las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios y 
la forma de entrega del aporte en dinero y/o en especie.  

Parágrafo 1. La Asamblea General podrá delegar en la junta directiva las funciones de 
determinar los aportes ordinarios.  

Parágrafo 2. Los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico podrán 
cobrar el aporte de conexión a beneficiarios de la prestación comunitaria del servicio de 
acueducto y/o manejo de aguas residuales para conectar un inmueble por primera vez 
o para cambiar el diámetro de la acometida al sistema o red existente. Salvo que los 
acuerdos comunitarios contemplen reglas especiales o la conexión se realice con 
aportes estatales o donaciones privadas el beneficiario deberá asumir los costos de la 
acometida o de la adecuación de redes. 

Parágrafo 3. La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico 
expedirá guías de referencia para el establecimiento de los aportes, las cuales deberán 
ser consideradas por los gestores comunitarios.  En caso de apartarse de dichas guías, 
deberá justificarse técnica y financieramente su decisión.  El establecimiento de los 
aportes estará vigilado y supervisado por la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios (SSPD), conforme lo establecido en el parágrafo 1 del artículo 5 de la 
presente ley.   

Artículo 18. Otros ingresos de los Gestores Comunitarios del Agua y el 
Saneamiento Básico. Los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico 
se entienden facultadas para celebrar contratos, convenios o acuerdos de cooperación 
con personas naturales o jurídicas, conforme a lo establecido en sus estatutos, para 
cumplir y financiar el desarrollo de su objeto social. 

Artículo 19. Distribución de agua en la gestión comunitaria: Los Gestores 
Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico pueden incluir en su objeto social la 
distribución de agua apta para consumo humano, agua cruda o agua parcialmente 
tratada para la satisfacción de las necesidades de sus beneficiarios de acuerdo a los 
principios y definiciones contenidas en esta Ley, y en este caso, deben incluir en sus 
acuerdos comunitarios, las orientaciones para el consumo de agua, sin perjuicio de las 
competencias que le corresponden a la Nación y a las entidades territoriales en esta 
materia.  

Los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico podrán implementar 
dispositivos de tratamientos intradomiciliarios para asegurar la calidad del agua. 

Parágrafo. Los requisitos técnicos para el suministro de agua cruda o parcialmente 
tratada, serán reglamentados por el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio en 
coordinación con el Ministerio de Salud y Protección Social en el año siguiente a la 
vigencia de esta Ley. 

Artículo 20. Manejo de aguas residuales domésticas en áreas sin servicio de 
alcantarillado: Las familias urbanas y rurales ubicadas en áreas sin disponibilidad del 
servicio de alcantarillado, están facultadas para contar con soluciones individuales y 
sistemas colectivos de pequeña escala para el manejo de las aguas residuales 
domésticas, siempre y cuando estos se adecuen a los requisitos técnicos definidos por 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

En los casos en los cuales los gestores comunitarios desarrollen la prestación 
comunitaria del manejo de saneamiento básico podrán incluir en sus acuerdos 
comunitarios, las acciones para el uso adecuado y mantenimiento de estas opciones de 
manejo de aguas residuales, sin perjuicio de las competencias que le corresponden a 
la Nación y a las entidades territoriales en esta materia. 

Parágrafo 1. El manejo de aguas residuales domésticas en áreas sin servicio de 
alcantarillado se entiende como gasto social para la atención de necesidades básicas de 
saneamiento. 

Parágrafo 2. Los requisitos técnicos para el manejo de aguas residuales por gestión 
comunitaria, serán reglamentados por el Ministerio de Vivienda Ciudad y Territorio en 
coordinación con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible en el año siguiente 
a la vigencia de esta Ley. 

Artículo 21. Acuerdo de gestión comunitaria del agua y/o saneamiento 
básico. Las reglas específicas de la interacción entre el gestor comunitario y sus 
asociados y beneficiarios, en lo relacionado con el servicio público de agua y/o 
saneamiento básico o la provisión de agua por medio de sistemas de aprovisionamiento, 
estarán contenidas en un “Acuerdo Comunitario”. 

Este documento consagrará todas las obligaciones y deberes de las partes, la 
periodicidad de los cobros, los mecanismos de defensa y las condiciones en las cuales 
se prestará el servicio comunitario de acueducto y/o saneamiento básico. 

Parágrafo 1. En todo caso frente a las condiciones establecidas para el acceso al agua 
no habrá distinciones entre asociados o beneficiarios. 

Parágrafo 2. Los gestores comunitarios deberán garantizar la observancia al derecho 
al debido proceso, asegurar el trato equitativo y sin discriminaciones de sus 
beneficiarios, el cumplimiento de estándares adecuados de acceso al agua y al 
saneamiento básico, según criterios diferenciales que atiendan a sus realidades 
económicas, ecosistémicas y territoriales, y el respeto por los derechos fundamentales. 

Parágrafo 3. En lo referido a las peticiones quejas y reclamos, cuando se trata de la 
prestación del servicio público, se aplicarán las reglas sobre la materia contenidas en la 
Ley 142 de 1994, siempre y cuando no exista una regla especial contenida en la 
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presente Ley. Lo anterior sin perjuicio del uso de los mecanismos comunitarios de 
resolución de conflictos contemplados en los estatutos o el acuerdo comunitario. 

Artículo 22. Solicitud de conexión y disponibilidad de servicios en 
comunidades gestoras del agua (CGA):  Los Gestores Comunitarios del Agua y el 
Saneamiento Básico definirán el área geográfica para la prestación comunitaria.  Los 
Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico podrán abstenerse de otorgar 
nuevas conexiones, y para ello deben expresar por escrito las razones jurídicas, 
técnicas, económicas o ambientales de su decisión, informando al solicitante y al 
municipio o distrito de su jurisdicción, dentro de los 15 días hábiles siguientes al recibo 
de su solicitud.  

En casos de negativa o de no existir respuesta por parte del gestor comunitario del 
agua y el saneamiento básico el solicitante podrá acudir a la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios quien deberá determinar si se encuentran probadas las 
razones esgrimidas por el gestor comunitario del agua. En caso de no encontrarse 
probadas ordenará la conexión, y en los casos en los que se encuentren probadas 
notificará a la entidad territorial en orden a que está como responsable de la prestación 
del servicio evalué y promueva la adopción de alternativas para abastecer de agua al 
solicitante. 

CAPÍTULO II 

FORTALECIMIENTO, VIGILANCIA Y CONTROL  

Artículo 23. Adiciónese el numeral 24 al artículo 2 de la Ley 3571 de 2011, de la 
siguiente manera: 

24. Promoverá e implementará acciones para el fortalecimiento de la gestión 
comunitaria del agua y el saneamiento básico, partiendo de la identificación de los 
gestores comunitarios, sus necesidades de inversión y asistencia técnica, la articulación 
interinstitucional y con las entidades territoriales; así como la expedición del marco 

normativo que se requiera para lograr la ejecución de planes, programas y proyectos 
para responder a estas necesidades. 

Artículo 24. Funciones especiales de la Superintendencia de Servicios 
Públicos Domiciliarios: Con respecto prestación comunitaria de los servicios públicos 
de agua y/o saneamiento básico, la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios 
tendrá las siguientes funciones especiales: 

1. Realizar análisis municipales, departamentales y nacionales sobre el estado de la 
gestión comunitaria del agua y el saneamiento básico e identificar necesidades de 
fortalecimiento y acompañamiento. 

2. Establecer un esquema de vigilancia particular para la Gestión Comunitaria del Agua 
y el Saneamiento básico, considerando, entre otras circunstancias, que existen Gestores 
Comunitarios que no tienen acceso a internet ni a las herramientas ofimáticas para la 
generación y reporte de información. 

3. Brindar asistencia técnica a las entidades territoriales para el fortalecimiento de la 
gestión comunitaria del agua y el saneamiento básico. 

4. Coordinar y generar alianzas con las Alcaldías Municipales o Distritales y 
Gobernaciones Departamentales para que estas entidades territoriales coadyuven con 
los Gestores Comunitarios en la generación, reporte y cargue de información. 

5. Acompañar técnicamente a los Gestores Comunitarios tanto en el reporte y cargue 
de información, así como en el fortalecimiento de habilidades digitales de las personas 
encargadas de llevar a cabo dicha actividad. 

6. Diseñar e implementar acciones de capacitación en los territorios por medio de las 
Superintendencias delegadas para fortalecer a los Gestores Comunitarios en el 
cumplimiento de sus responsabilidades en cuanto a la prestación de servicios públicos. 

Parágrafo 1. A partir de la entrada en vigencia de esta Ley, la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios se abstendrá de exigir aquella información no reportada, 
anterior al año 2023, lo mismo que de imponer sanciones por dicha información. 

Los procedimientos administrativos en curso por información no reportada con 
antelación al año 2023 se darán por concluidos, salvo que haya decisión en firme. 

Artículo 25. Sistema de Información de la Gestión Comunitaria del Agua y el 
Saneamiento Básico. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y la 
Superintendencia de Servicios de Servicios Públicos Domiciliarios definirán e 
implementarán un Sistema de Información de la Gestión Comunitaria del Agua y el 
Saneamiento Básico. La información servirá, entre otros propósitos para: 

1. Formulación e implementación de políticas públicas, 

2. Formulación de la regulación en relación con las actividades específicas de servicio 
público, 

3. Inspección y vigilancia en relación con las actividades específicas de servicio público. 

4. Identificar necesidades de fortalecimiento y acompañamiento para la gestión 
comunitaria del agua y el saneamiento básico. 

Parágrafo. En el desarrollo del Sistema de Información de la Gestión Comunitaria del 
Agua y el Saneamiento Básico no se impondrán cargas de reporte desproporcionadas a 
los gestores comunitarios y se identificarán entidades públicas que puedan contribuir 
con información para cumplir los fines del sistema de información. 

Artículo 26. Proyectos para el fortalecimiento de la gestión comunitaria del 
agua y el saneamiento básico. Los Ministerios de Vivienda, Ciudad y Territorio y 
Ambiente y Desarrollo Sostenible; así como sus entidades adscritas y vinculadas, las 
entidades territoriales y las autoridades ambientales incluirán en sus instrumentos 

financieros y de planificación proyectos de inversión para el apoyo, acompañamiento y 
fortalecimiento de la gestión comunitaria del agua y saneamiento básico. 

Parágrafo. En el Sistema de información disponible en el sector de agua y saneamiento 
básico que determine el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, se incluirá un 
módulo específico para el seguimiento de los proyectos destinados al fortalecimiento de 
la gestión comunitaria del agua y el saneamiento básico. 

Artículo 27. Implementación de plan de fortalecimiento comunitario: Las 
alcaldías municipales implementarán Planes de Fortalecimiento de la Gestión 
Comunitaria del Agua generales y particulares, teniendo en cuenta los resultados 
anuales de los procesos de monitoreo y seguimiento registrados en el SIGCA. Para la 
elaboración e implementación de los planes deberá contar con acompañamiento de las 
autoridades departamentales y nacionales, las cuales brindarán asistencia técnica, 
administrativa y financiera conforme a sus competencias legales. Los Planes deberán 
incluir: 

1. Asesoría para trámites de constitución legal y cumplimiento de los requisitos de 
formalización. 

2. Apoyo y asesoría para realizar los trámites o cumplir los prerrequisitos legales para 
celebrar ciertos acuerdos público comunitarios o acceder a recursos públicos. 

3. Orientación para la participación de la comunidad en el control social de los servicios 
y atención de peticiones, quejas y recursos. 

4. Acompañamiento a las comunidades gestoras del agua en la solicitud y otorgamiento 
de subsidios. 

5. Apoyo técnico para la administración contable y financiera y para el cumplimiento de 
las normativa nacional e internacional al respecto. 
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6. Apoyo y asesoría jurídica para constitución de relaciones laborales, de trabajo 
asociado o civiles de prestación de servicios. 

7. Formación en economía solidaria respetuosa de la multiculturalidad. 

8. Orientación para el cumplimiento de requisitos técnicos definidos por el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, e implementación de lineamientos y buenas prácticas de 
operación y mantenimiento. 

9. Orientación para obtención de permisos ambientales, o conceptos sanitarios, en 
cumplimiento de las disposiciones ambientales y sanitarias vigentes. 

10. Apoyo para cumplir con las obligaciones de calidad del agua en los casos en que la 
comunidad organizada suministre agua con algún nivel de riesgo. 

11. Apoyo técnico, administrativo y económico para la realización de acciones y 
proyectos de conservación y protección ambiental de las cuencas hidrográficas. Esto sin 
perjuicio de las obligaciones de las autoridades del Estado. 

12. El municipio o distrito coordinará con las autoridades sanitarias y con otros actores 
locales, las acciones de gestión social orientadas para el manejo adecuado del agua al 
interior de la vivienda y capacitación en el empleo de técnicas o dispositivos de 
tratamiento de agua en la vivienda cuando estos se implementen. 

13. Formación en mecanismos alternativos de solución de conflictos. 

14. Acompañamiento en el establecimiento de procesos internos de solución de 
conflictos. 

Artículo 28. Régimen Sancionatorio. La Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios podrá imponer únicamente las siguientes sanciones a las Comunidades 
Gestoras del Agua que incumplan las normas a las que deben estar sujetos, de acuerdo 
con la naturaleza y gravedad de la falta:  

1. Amonestación.  

2. Multas hasta por el equivalente a 10 salarios mínimos mensuales legales vigentes 
en caso de que el acueducto comunitario no supere los 2500 beneficiarios. Y 
hasta 200 salarios mínimos mensuales en caso de que el acueducto comunitario 
supere los 2500 beneficiarios.  

3. Orden de suspender de inmediato todas o algunas de las actividades del 
infractor.  

Parágrafo 1. El Gobierno Nacional determinará la metodología para el cálculo de la 
multa de acuerdo al impacto de la infracción sobre la buena marcha del servicio público, 
al factor de reincidencia, las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios y el 
impacto de la multa sobre la viabilidad económica del gestor comunitario.  

Parágrafo 2. Cuando las circunstancias económicas del acueducto comunitario, la 
existencia de un Plan de Fortalecimiento o el impacto de la multa sobre la viabilidad 
económica del gestor comunitario lo justifiquen la Superintendencia de Servicios 
Públicos podrá exonerar de la multa.  

Parágrafo 3. La Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios establecerá un 
modelo de vigilancia y control basado en los principios enunciados en la presente ley 
que tendrá por objeto la identificación de necesidades de fortalecimiento de la gestión 
comunitaria del agua y manejo de aguas residuales y el enfoque diferencial basado en 
el reconocimiento de las prácticas culturales y sociales de la gestión del agua y manejo 
de agua residuales. 

 

TÍTULO V  

RELACIONAMIENTO CON EL ESTADO. 

CAPÍTULO I 

DEL RELACIONAMIENTO CON EL ESTADO  

Artículo 29. Políticas Públicas locales para la Gestión Comunitaria del Agua y 
el Saneamiento Básico. En concordancia con la Política de Gestión Comunitaria del 
agua y el saneamiento básico que expida el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, 
los alcaldes municipales o distritales formularán e implementarán la política pública local 
de Gestión Comunitaria del Agua y el Saneamiento Básico. 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio definirá los instrumentos e instancias para 
asegurar la participación incidente de los Gestores Comunitarios en la política local, así 
como los mecanismos de articulación entre esta, con las funciones administrativas, de 
coordinación y complementariedad de la acción municipal del nivel departamental y de 
asistencia técnica y financiera del nivel nacional. 

Parágrafo. Los gobiernos departamentales y municipales en el primer semestre de 
cada año presentarán a sus respectivas corporaciones político administrativas, un 
informe detallado sobre el estado y evolución de la gestión comunitaria del agua y el 
saneamiento básico, el cual se debatirá en sesión plenaria en la que también se escuche 
a los Gestores Comunitarios del agua y el saneamiento básico e instancias que las 
agrupen. La sesión plenaria a la que se refiere el presente parágrafo deberá realizarse 
dentro del mes siguiente a la entrega del informe por parte del respectivo gobierno 
municipal o departamental. 

CAPÍTULO II 

DE LAS DISPOSICIONES ESPECIALES PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA 
GESTIÓN COMUNITARIA DEL AGUA  

Artículo 30. Servidumbre de acueducto. Las administraciones municipales y 
departamentales podrán imponer servidumbres de acueducto, a través de 

procedimiento administrativo, con el objetivo de permitir la instalación, construcción o 
ampliación de las redes de acueducto y demás infraestructura necesaria para la gestión 
comunitaria del agua, en sus modalidades de aprovisionamiento y/o prestación de 
servicio público. 

Se presume gravado con servidumbre de acueducto todo predio que esté atravesado 
por infraestructura instalada o construida por un gestor comunitario del agua o 
destinada a la gestión comunitaria del agua. 

La servidumbre de acueducto incluirá los derechos de reparar la tubería de acueducto, 
la realización de las obras requeridas para mantener y mejorar el funcionamiento del 
acueducto, el ingreso para revisar y operar la infraestructura, así como el tránsito del 
personal autorizado por la comunidad organizada para la gestión comunitaria del agua 
con el objeto de verificar, mejorar, modificar y reparar si fuere necesario la 
infraestructura o para realizar ampliaciones de las redes de acueducto. 

Igualmente, incluirá el derecho a realizar el encerramiento necesario para proteger el 
punto de captación, los tanques o infraestructura necesaria para la gestión comunitaria 
del agua. 

Artículo 31. Tecnologías apropiadas: Para los proyectos o inversiones destinadas 
a los gestores comunitarios, se deben emplear tecnologías e intervenciones social y 
culturalmente apropiadas a las necesidades de cada comunidad. Las autoridades 
concertarán con los gestores comunitarios el uso de tecnologías, técnicas o dispositivos 
que sean necesarios para garantizar la calidad del suministro, considerando las 
realidades sociales, territoriales y ecosistémicas y las capacidades financieras, técnicas 
y administrativas de los gestores comunitarios. Las comunidades gestoras del agua 
tendrán medidas especiales para el seguimiento a la calidad, disponibilidad y 
continuidad del agua y deberán estar orientadas a intervenir las causas del deterioro 
ambiental que afectan al agua. 
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Artículo 32. Aporte bajo condición a los Gestores Comunitarios del Agua y el 
Saneamiento Básico: Las entidades públicas podrán aportar infraestructura, bienes 
o derechos a los gestores comunitario del agua, bajo la condición de que su valor no se 
incluya en el cálculo de los aportes de los asociados o beneficiarios y que en el 
presupuesto de la entidad que autorice el aporte figure este valor. 

Articulo 33: Para el fortalecimiento de la gestión comunitaria del agua podrán utilizarse 
las asociaciones público populares, los acuerdos solidarios u otras formas similares.  

Artículo 34. De las acciones de fomento a la Gestión Comunitaria del agua y 
el saneamiento básico. Las entidades territoriales podrán otorgar subsidios a los 
gestores comunitarios que presten los servicios públicos comunitarios de agua y/o 
saneamiento básico, en los términos del artículo 368 de la Constitución Política. En caso 
de que la Entidad Territorial no cuente con recursos para estos Gestores Comunitarios, 
se aplicará las reglas del Subsidio Comunitario previsto en el numeral 3 del artículo 274 
de la Ley 2294 de 2023, según los parámetros reglamentarios definidos por el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio. 

La Nación podrá otorgar recursos a los Gestores Comunitarios a cargo de sistemas de 
prestación y/o de sistemas de aprovisionamiento, de acuerdo con lo que estipule el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en la reglamentación del numeral 3 del 
artículo 274 de la Ley 2294 de 2023. Las entidades territoriales también podrán aportar 
recursos a los sistemas de aprovisionamiento, de conformidad con lo establecido en sus 
instrumentos de planeación aplicables al sector de agua potable y saneamiento básico 
y la disponibilidad recursos para el efecto. 

Artículo 35. Agréguese un parágrafo 3 al artículo 85 de la Ley 142 de 1994. 

Parágrafo 3: Los gestores comunitarios no serán sujetos pasivos de las contribuciones 
especiales destinadas a recuperar los costos del servicio de regulación que presta la 
Comisión de Regulación de Agua y Saneamiento Básico, y los de control y vigilancia que 

preste el Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios establecidas en el 
presente artículo. 

Artículo 36. A los Gestores Comunitarios del Agua y el Saneamiento Básico se les 
aplicará el régimen tributario de las juntas de acción comunal. 
 

TITULO VI 

RÉGIMEN DE TRANSICIÓN  

Artículo 37. Las comunidades gestoras del agua que se encuentren inscritas en el 
Registro Único de Prestadores de Servicios Públicos-RUPS podrán solicitar su 
desvinculación del mismo y su inclusión en el SIGCA dentro de los seis meses siguientes 
a la promulgación de la presente Ley. 

Artículo 38. Todos los procesos sancionatorios activos ante la Superintendencia de 
Servicios Públicos Domiciliarios y los cobros coactivos en contra de comunidades 
organizadas, que se encuentren en tránsito de ser reconocidas como Comunidades 
Gestoras del Agua, serán suspendidos hasta la presentación de su respectivo registro 
en cumplimiento de los requisitos legales descritos en esta ley. 

Artículo 39. En lo no regulado por la presente Ley se aplicarán los principios generales 
enunciados en las normas de economía solidaria y organismos comunales.  

Artículo 40 (NUEVO). En ningún caso las decisiones de los acueductos o sus 
autoridades afectarán proyectos mineros o productivos circunvecinos formales. 

Artículo 41 (NUEVO). Acompañamiento técnico y apoyo financiero.  El 
Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, diseñará una 
estrategia con enfoque territorial que garantice la sostenibilidad de los gestores 
comunitarios del agua.  Para ello, se implementarán capacitaciones, acompañamiento 
técnico y apoyo financiero, con el fin de fortalecer su funcionamiento administrativo, 

organizativo, operativo y ambiental.  Adicionalmente, en el marco de sus políticas de 
acceso a vivienda rural, el Ministerio deberá incluir un enfoque específico de acueductos 
comunitarios, asegurando que el acceso a esta fuente de agua apta para el consumo 
humano sea un mecanismo para garantizar el consumo del servicio público de agua 
potable en proyectos de vivienda. 

Asimismo, los gestores comunitarios del agua, en coordinación con el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y las instituciones competentes, participarán en la 
ejecución de acciones dirigidas a la preservación, conservación y protección del recurso 
hídrico, así como en el aprovechamiento racional del agua apta para el consumo 
humano, con el propósito de garantizar su sostenibilidad a largo plazo. 

Artículo 42 (NUEVO). Identificación y regulación de los gestores 
comunitarios del agua.  En un plazo máximo de seis (6) meses después de la entrada 
en vigencia de la presente ley, todos los municipios legalmente constituidos, en 
articulación con el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio o quien haga sus veces, 
identificarán el total de los gestores comunitarios del agua que a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley podrían beneficiarse, y realizarán un diagnóstico de su 
situación actual.  Este diagnóstico servirá como base para el establecimiento de 
estrategias sectoriales y la formulación de la política pública en la materia.  La 
identificación de los gestores comunitarios del agua deberá ser actualizada 
periódicamente. 

En un plazo máximo de un (1) año después de la entrada en vigencia de la presente 
ley, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio establecerá las regulaciones necesarias 
de acuerdo a su competencia para asegurar su diferenciación de las empresas de 
servicios públicos.  Dicha regulación garantizará la autonomía asamblearia de estos 
gestores, respetando sus acuerdos internos y su gestión autónoma, en concordancia 
con la Constitución y la ley. 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio promoverá espacios de diálogo y 
concertación con los gestores comunitarios del agua, organizaciones ambientales, 
entidades territoriales y demás actores pertinentes, adicionales a los establecidos en la 

presente ley, con el fin de construir una reglamentación ajustada a las necesidades de 
estas comunidades.  Dichos espacios de participación asegurarán que la normativa 
refleje la realidad del sector. 
 

Artículo 43 (NUEVO). Acción de restauración ecosistémica y compensación 
de vertimientos.  Como medida de compensación ambiental por el uso del agua por 
parte de los gestores comunitarias del agua, se realizarán acciones de restauración y 
conservación ecosistémica que sean definidas por parte de la organización de los 
gestores en las zonas de aprovechamiento del recurso hídrico, para lo cual contarán 
con asesoría técnica de la autoridad ambiental competente y con jurisdicción y se 
articularán con el plan de fortalecimiento a los gestores comunitarios y el cumplimientos 
de las obligaciones ambientales que les corresponda por el uso del agua. 

Así mismo, los gestores comunitarios promoverán la compensación ambiental por los 
vertimientos domésticos y de actividades productivas entre los beneficiarios para la 
reducción de la contaminación hídrica, por lo anterior, el Ministerio de Vivienda en 
conjunto con el Ministerio de Ambiente generará los lineamientos de bajo costo y de 
fácil instalación e implementación para que los gestores comunitarios en colaboración 
con las entidades territoriales, se instalen los respectivos mecanismos e instrumentos 
de descontaminación hídrica.  Sin perjuicio de las obligaciones que les correspondan 
cuando presten el servicio público de saneamiento básico.  
 

Artículo 44. Vigencias y Derogatorias. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga las normas que le sean contrarias. 

 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 149 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA LO REFERENTE A LAS 
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COMUNIDADES GESTORAS DEL AGUA, SU MANEJO DE AGUAS RESIDUALES Y 
SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ROBERT DAZA GUEVARA 
Senador de la República  
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 12 de marzo de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 18 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 214 DE 

2023 SENADO

por medio de la cual se establece el cambio de denominación de los “inspectores de policía” por 
“inspectores de convivencia y paz”, se establecen lineamientos que contribuyan a la convivencia y a la paz 

nacional y se dictan otras disposiciones.

 

SECCIÓN DE LEYES 

 

AQUÍ VIVE LA DEMOCRACIA 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 18 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 214 
DE 2023 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE EL CAMBIO DE 

DENOMINACIÓN DE LOS “INSPECTORES DE POLICÍA” POR “INSPECTORES 
DE CONVIVENCIA Y PAZ”, SE ESTABLECEN LINEAMIENTOS QUE 

CONTRIBUYAN A LA CONVIVENCIA Y A LA PAZ NACIONAL Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. 

  
EL CONGRESO DE COLOMBIA 

DECRETA: 

ARTÍCULO 1. OBJETO: La presente ley tiene por objeto modificar la denominación 
de los "Inspectores de Policía" por "Inspectores de Convivencia y Paz", así como la 
implementación de medidas técnicas administrativas y de capacitación que fortalezcan 
de manera eficaz el funcionamiento de las Inspecciones de Convivencia, contribuir a 
garantizar la justicia al ciudadano y el logro de la paz nacional. 
 

ARTICULO 2. Modifíquese el artículo 18 del Decreto Ley 785 de 2005, el cual quedará 
así: 

"AARRTTÍÍCCUULLOO  1188..  NNIIVVEELL  PPRROOFFEESSIIOONNAALL:: El Nivel Profesional está integrado por la 
siguiente nomenclatura y clasificación específica de empleos: 

Cód. Denominación de empleo 

215 Almacenista general 

202 Comisario de familia 

203 Comandante de Bomberos 

204 Copiloto de aviación  

227 Corregidor  

260 Director de Cárcel  
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265 Director de Banda, 

270 Director de Orquesta  

235 Director de Centro de Institución Universitaria  

236 Director de Centro de Escuela Tecnológica 

243 Enfermero 

244 Enfermero especialista,  

232 Director de centro de Institución Técnica Profesional  

233 Inspector de Convivencia y Paz urbano categoría especial en municipios de 1° y 2° 
categoría  

234 Inspector de convivencia y Paz urbano  en municipios de 3° a 6° Categoría y rural.   

206 Líder de programa 

208 Líder de proyecto 

209 Maestro en artes 

211 Médico general 

213 Médico especialista 

231 Músico de Banda 

221 Músico de Orquesta 

214 Odontólogo 

216 Odontólogo especialista  

275 Piloto de aviación  

222 Profesional especializado  

242 Profesional especializado área en salud,  
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219 Profesional universitario  

237 Profesional Universitario de salud  

217 Profesional servicio social obligatorio  

201 Tesoro General”  
 

ARTÍCULO 3. Modifíquese el artículo 19 del Decreto Ley 785 de 2005, el cual quedará 
así:  

AARRTTÍÍCCUULLOO  1199..  NNIIVVEELL  TTÉÉCCNNIICCOO. EI Nivel Técnico está integrado por la siguiente 
nomenclatura y clasificación especifica de empleos: 

Cod.   Denominación del empleo: 

335 Auxiliar de vuelo 

312 Inspector de Tránsito y transporte 

313 Instructor  

336 Subcomandante de bomberos  

367 Técnico administrativo 

323 Técnico área de salud 

314 Técnico operativo.    
 

ARTÍCULO 4. EQUIPOS INTERDISCIPLINARIOS: En cada Inspección de 
Convivencia y Paz, de acuerdo con las necesidades de cada ente territorial y la 
disponibilidad presupuestal, se deberán conformar equipos interdisciplinarios para dar 
cumplimiento a las funciones asignadas por la Ley 1801 de 2016 a las inspecciones. Lo 
anterior, obedeciendo al presupuesto de la entidad territorial correspondiente.  
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Para aquellos municipios con 100.000 o más habitantes el equipo interdisciplinario de 
trabajo deberá ser de nivel técnico, conforme a la clasificación específica de empleos, 
contenida en el artículo 19 del Decreto Ley No. 785 de 2005, así:  

NIVEL TÉCNICO. EI Nivel Técnico está integrado por la siguiente nomenclatura: 

Cod.    Denominación de empleo  

314  Técnico operativo  

367  Técnico administrativo 
 

PARÁGRAFO 2. En todo caso, los equipos interdisciplinarios, se integrarán con cargos 
ya existentes en el respectivo Municipio o Distrito y en ningún caso se podrá crear, ni 
aumentar, ningún gasto burocrático adicional al ya existente. 
 

ARTICULO 5. CONVENIOS: El Ministerio del Interior y el Ministerio de Justicia y del 
Derecho, celebrarán convenios interinstitucionales con entidades del orden nacional, 
departamental y municipal, así como con instituciones académicas y organizaciones 
especializadas, que permitan el fortalecimiento y mejora de las capacidades y funciones 
de las Inspecciones de Convivencia y Paz. 

PARÁGRAFO: El Ministerio del Interior vigilará y acompañará la asignación de recursos 
de inversión de los FONSET-Fondos Territoriales de Seguridad y Convivencia- 
territoriales a las Inspecciones de Convivencia y Paz de su Departamento, Distrito o 
Municipio. 

 

 

PARÁGRAFO 1: Para la implementación del presente artículo, las entidades 
territoriales acorde a las categorías de cada Municipio o Distrito, deberán tener en 
cuenta las cargas laborales para hacer los traslados de dependencias frente a las 
necesidades de personal.  
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ARTICULO 6. Modifíquese el artículo 206 de la Ley 1801 de 2016, el cual quedará así: 

ARTÍCULO 206. Atribuciones de los Inspectores de Convivencia y Paz rurales, 
urbanos y corregidores. Les corresponde la aplicación de las siguientes medidas: 

1. Conciliar para la solución de conflictos de convivencia, cuando sea procedente. 

2. Conocer de los comportamientos contrarios a la convivencia en materia de seguridad, 
tranquilidad, ambiente y recursos naturales, derecho de reunión, protección a los bienes 
y privacidad, actividad económica, urbanismo, espacio público y libertad de circulación. 

3. Ejecutar la orden de restitución, en casos de tierras comunales. 

4. Las demás que le señalen la Constitución, la ley, las ordenanzas y los acuerdos. 

5. Conocer, en única instancia, de la aplicación de las siguientes medidas correctivas: 

a) Reparación de daños materiales de muebles o inmuebles; 

b) Expulsión de domicilio; 

c) Prohibición de ingreso a actividad que involucra aglomeraciones de público complejas 
o no complejas; 

d) Decomiso. 
 

6. Conocer en primera instancia de la aplicación de las siguientes medidas correctivas: 

a) Suspensión de construcción o demolición; 

b) Demolición de obra; 

c) Construcción, cerramiento, reparación o mantenimiento de inmueble; 

d) Reparación de daños materiales por perturbación a la posesión y tenencia de 
inmuebles; 
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e) Restitución y protección de bienes inmuebles, diferentes a los descritos en el numeral 
17 del artículo 205; 

f) Restablecimiento del derecho de servidumbre y reparación de daños materiales; 

g) Remoción de bienes, en las infracciones urbanísticas; 

h) Multas; 

i) Suspensión definitiva de actividad. 
 

7. Ejecutar las comisiones que trata el artículo 38 del Código General del Proceso o 
subcomisionar a una autoridad que tenga jurisdicción y competencia, quienes ejercerán 
transitoriamente como autoridad administrativa de policía. 
 

8. Desarrollar estrategias en materia de pedagogía de paz, resolución de conflictos y 
justicia restaurativa. 
 

PARÁGRAFO 1. Las autoridades a que se refieren los artículos anteriores, deberán 
realizar las diligencias jurisdiccionales o administrativas por comisión de los jueces o 
subcomisión de los alcaldes de acuerdo con las normas especiales sobre la materia. 

Para el cumplimiento de la comisión o subcomisión podrán a su vez subcomisionar a 
otra autoridad que tenga jurisdicción y competencia, quienes ejercerán transitoriamente 
como autoridad administrativa de policía y estarán obligados a cumplir la subcomisión 
dentro de los términos que se le establezca. 

PARÁGRAFO 2. Cada alcaldía tendrá el número de inspectores de Convivencia y Paz 
que el Alcalde considere necesario, para una rápida y cumplida prestación de la función 
de Policía en el municipio. 

Habrá inspecciones de Convivencia y Paz, permanentes durante veinticuatro (24) horas 
en las ciudades capitales de departamento, en los distritos, y en los municipios que 
tengan una población superior a los cien mil habitantes. 
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PARÁGRAFO 3. El cargo de Inspector de Convivencia y Paz, corresponderá al nivel 
jerárquico profesional más alto del respectivo municipio o distrito al cual se encuentre 
vinculado en carrera administrativa.   

Para aquellos inspectores de Paz y Convivencia que hayan culminado y aprobado las 
materias de pregrado en derecho o tengan estudios en ciencias sociales, forenses y 
criminología, y ostenten derechos de carrera administrativa con retroactividad de esta 
ley, no serán afectados por esta norma.  

Acreditación de requisitos mínimos: para quienes se encuentren vinculados en el cargo 
de Inspector al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, se aplicarán las 
equivalencias establecidas en el Decreto 785 de 2005 para la acreditación de requisitos 
mínimos. 

Reconocimiento de Experiencia: la experiencia adquirida como Inspector de Policía se 
reconocerá como experiencia profesional y relacionada. 

Para aquellos casos en que los inspectores de Convivencia y Paz no cuenten con 
especialización o se encuentren cursándola a la fecha de la promulgación de la presente 
ley, se mantendrán sus derechos adquiridos de carrera administrativa. 
 

ARTÍCULO 7. IMPLEMENTACIÓN: Las entidades territoriales dispondrán de seis (6) 
meses contados a partir de la promulgación de la presente ley para su implementación. 
 

ARTÍCULO 8. VIGENCIA: Reemplácense todas aquellas disposiciones normativas que 
contengan la expresión “Inspector de Policía” por “Inspector de Convivencia y Paz”, así 
como todas aquellas disposiciones normativas que contengan la expresión “Inspección 
de Policía” por “Inspección de Convivencia y Paz”. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias. 
 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 18 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 214 DE 2023 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE EL CAMBIO DE 
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DENOMINACIÓN DE LOS “INSPECTORES DE POLICÍA” POR “INSPECTORES 
DE CONVIVENCIA Y PAZ”, SE ESTABLECEN LINEAMIENTOS QUE 
CONTRIBUYAN A LA CONVIVENCIA Y A LA PAZ NACIONAL Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ARIEL ÁVILA MARTÍNEZ 
Senador Ponente     
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 18 de marzo de 2025, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
 
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 217 DE 

2024 SENADO 

por medio de la cual se aprueba el “Convenio sobre la Violencia y el Acoso– número 190” adoptado por la 
108ª reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, en Ginebra, Suiza, el 21 de junio de 2019.
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 12 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 217 
DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL «CONVENIO 
SOBRE LA VIOLENCIA Y EL ACOSO– No. 190» ADOPTADO POR LA 108A 

REUNIÓN DE LA CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, EN 
GINEBRA, SUIZA, EL 21 DE JUNIO DE 2019”. 

  

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA  

DECRETA: 

ARTÍCULO PRIMERO: Apruébese el «Convenio sobre la violencia y el acoso - No. 
190», adoptado por la 108á reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, en 
Ginebra, Suiza el 21 de junio de 2019. 

ARTÍCULO SEGUNDO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 7" 
de 1944, el «Convenio sobre la violencia y el acoso - No. 190», adoptado por la 108á 
reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo, en Ginebra, Suiza el 21 de junio 
de 2019, que por el artículo primero de esta Ley se aprueba, obligará a la República 
de Colombia a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo. 

ARTÍCULO TERCERO: La presente Ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 12 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 217 DE 2024 
SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE APRUEBA EL «CONVENIO SOBRE LA 
VIOLENCIA Y EL ACOSO– No. 190» ADOPTADO POR LA 108A REUNIÓN DE LA 
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CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, EN GINEBRA, SUIZA, EL 21 
DE JUNIO DE 2019”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
JAHEL QUIROGA CARRILLO   ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ 
Senadora de la República   Senador de la República 
 
 
 
El presente Texto Definitivo, fue aprobado sin modificaciones en Sesión Plenaria del 
Senado de la República del día 12 de marzo de 2025, de conformidad con el texto 
propuesto para segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
 
 
 
 
Elaboró – Sarly Novoa  
Revisó – Ruth Luengas Peña – Jefe de Leyes 
Revisó – Dr. Diego Alejandro González – Secretario General  
Revisó – H.S. Ponente. 
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TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 280 DE 

2024 SENADO 

por medio de la cual se establecen medidas sobre la elaboración, publicación y divulgación de encuestas y 
estudios de carácter político.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 
REPÚBLICA DEL DÍA 19 DE MARZO DE 2025 AL PROYECTO DE LEY No. 280 

DE 2024 SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN MEDIDAS 
SOBRE LA ELABORACIÓN, PUBLICACIÓN Y DIVULGACIÓN DE ENCUESTAS Y 

ESTUDIOS DE CARÁCTER POLÍTICO”. 
  

EEll  CCoonnggrreessoo  ddee  CCoolloommbbiiaa,,  

DDEECCRREETTAA  

ARTÍCULO 1. Objeto.  La presente ley tiene por objeto regular la realización y 
divulgación de encuestas para cargos de elección popular y de opinión política, con 
el fin de garantizar la igualdad al acceso de la información y la transparencia de los 
datos en aras de aumentar la confiabilidad y robustecer técnicamente la aplicación 
de dichas técnicas de investigación en el territorio nacional. 
 

ARTÍCULO 2. Alcance. Las disposiciones contenidas en la presente Ley son 
aplicables a todo estudio cuantitativo que se publique y a las personas jurídicas que 
los realicen y divulguen, cuyo objetivo sea dar a conocer preferencias, opinión o 
tendencias políticas y electorales. Incluyendo la intención de voto y la imagen de los 
personajes o candidatos para procesos de decisión o elección mediante voto 
popular. 

Las encuestas realizadas o encargadas por los partidos políticos con el fin de escoger 
sus candidatos, serán de obligatoria publicación y se regirán por las disposiciones 
contenidas en la presente Ley. 

Sin importar el nombre, denominación o metodología que se le dé al estudio 
cuantitativo para ser publicado y difundido deberá cumplir todas las exigencias de 
la presente ley para las encuestas. 

Al publicar los resultados de un sondeo en los diferentes medios de comunicación 
masivos – incluidas las redes sociales – se debe informar que éste no se considera 
representativo del grupo poblacional en donde se adelantó la medición, de 
conformidad con las definiciones del artículo 3 de la presente ley.  

Artículo 3. Definiciones. Para la aplicación de la presente Ley, se deben 
considerar las siguientes definiciones: 

 Encuesta o encuesta por muestreo probabilístico: Producto técnico de base 
científica que consiste en aplicar un conjunto de técnicas y procedimientos mediante 
los cuales, sobre la base de un cuestionario específico, se obtienen datos e 
información respecto de las opiniones, deseos, actitudes o comportamientos de un 
grupo representativo de consultados y cuyos resultados pueden ser generalizados a 
universos definidos y conocidos de la población. Esta herramienta tiene por objeto 
obtener información estadística, del proceso electoral o de opinión pública que 
permite una medición objetiva de los procesos políticos. Para efectos de la presente 
ley, entiéndase por encuesta, toda encuesta probabilística. 

Sondeo: Procedimiento que permite conocer las opiniones y actitudes de un grupo 
específico por medio de un cuestionario que se aplica a un grupo de sus integrantes. 
Este procedimiento expedito de medición está dirigido a muestras no probabilísticas 
de la población que no se juzgan como representativas del conjunto al que 
pertenecen. Los resultados de este tipo de estudio no son generalizables para la 
población, su propósito es conocer la percepción sobre temas de interés político 
instituciones o funcionarios. No podrán publicarse ni divulgarse sondeos sobre 
intención de voto electoral. 

Firmas encuestadoras: Para todos los efectos de la presente ley, se entenderán 
como firmas encuestadoras a todas las personas jurídicas* que publiquen encuestas 
cuyo objetivo sea el levantamiento, la recolección y el procesamiento de datos, con 
el fin de dar a conocer preferencias o tendencias políticas o electorales para procesos 
de decisión o elección mediante voto popular, y que se hayan registrado para tal fin 
en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras. 

Municipios y Distritos de inclusión forzosa para la toma de muestras en 
encuestas de carácter nacional: Serán aquellos municipios o distritos con una 
población igual o superior a 800,000 habitantes. También son de inclusión forzosa 
los municipios o distritos de mayor población en las regiones que no tengan 
municipios o distritos con población igual o superior a 800,000 habitantes. 

Municipios grandes para la toma de muestras en investigaciones 
cuantitativas: serán aquellos municipios con una población inferior a 799,999 y 
superior a 100,000 habitantes. 

Municipios medianos para la toma de muestras en investigaciones cuantitativas: 
serán aquellos municipios con una población inferior a 99,999 habitantes y superior 
a 50.000 habitantes. 

Municipios pequeños para la toma de muestras en investigaciones 
cuantitativas: serán aquellos municipios con una población inferior a 50,000 
habitantes. 

Margen de error de Diseño: Margen de error utilizado para calcular el tamaño de 
la muestra.  

Margen de error calculado para indicadores: Margen de error calculado 
individualmente para cada indicador a raíz de los datos recolectados. 

Modelo de pronóstico: Es un modelo estadístico o tipo de proyección estadística 
realizado sobre los datos de las encuestas o sondeos. 

  

Artículo 4. De la Selección de la Muestra. Toda encuesta electoral que sea 
publicada y divulgada en medios de comunicación debe garantizar representatividad 
a través de un método científico en el cual todos los elementos de la población 
representada tengan una probabilidad de ser elegidos conocida y mayor que cero 
para la muestra del estudio definidos dentro del diseño muestral. 

Una encuesta del nivel nacional toda aquella debe tener un margen de error de 
diseño y calculado para cada indicador publicado de máximo tres por ciento (3%) y 
un nivel de confianza mínimo del noventa y cinco por ciento (95%) para las 
preguntas de opinión política, conocimiento, favorabilidad e intención de voto para 
personajes y/o candidatos con un fenómeno de ocurrencia menor al 40% o mayor 
al 60%. 

Una encuesta de nivel Departamental, Distrital y/o municipal, debe tener un margen 
de error de diseño y calculado para cada indicador publicado máximo del cinco por 
ciento (5%) y el nivel de confianza mínimo del noventa y cinco por ciento (95%) 
para las preguntas de opinión política, conocimiento, favorabilidad e intención de 
voto y para personajes y/o candidatos con un fenómeno de ocurrencia menor a 40% 
o mayor a 60%. 

Además, la distribución de la muestra deberá cumplir con los siguientes parámetros: 

a) Cuando se trate de encuestas sobre opinión política, mecanismos de participación 
ciudadana o procesos electorales de carácter nacional, la muestra deberá incluir a 
todos los municipios y distritos con población igual o superior a 800.000 habitantes 
de acuerdo a la proyección más actualizada del Departamento Administrativo 
Nacional de Estadística DANE. También incluirá el municipio o distrito con mayor 
población de cada región que no tenga municipios o distritos con población igual o 
superior a 800.000 habitantes, así como un subconjunto de municipios pequeños, 
medianos y grandes de todas las regiones del país. 

b) Cuando se trate de encuestas sobre opinión política, mecanismos de participación 
ciudadana o procesos electorales de carácter de carácter departamental, la muestra 
deberá incluir a la capital departamental y como mínimo el 20% de los municipios 
del respectivo Departamento. 

c) Cuando se trate de encuestas sobre opinión política, mecanismos de participación 
ciudadana o procesos electorales de nivel distrital o municipal, se deberá asegurar 
que la muestra incluya una representación adecuada de las subdivisiones 
administrativas, seleccionadas mediante un método probabilístico. 

Parágrafo: Para efectos de lo previsto en este artículo se entenderá por regiones 
las descritas en el artículo 45 de la Ley 2056 de 2020. 

 

Artículo 5. Encuestas de conocimiento, favorabilidad política, opinión o 
intención del voto. Cuando se indague por el conocimiento, favorabilidad, opinión 
o intención de voto sobre políticos o personajes públicos susceptibles de ser elegidos 
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a un cargo uninominal de elección popular, se deberá incluir a candidatos que 
posean relevancia o notoriedad pública significativa, hayan participado en elecciones 
similares previas o tengan favorabilidad o reconocimiento manifiesto. 

Las encuestas que incluyan preguntas relacionadas con intención de voto solo 
podrán realizarse a partir de los tres meses anteriores del primer día de 
inscripciones.  Una vez haya finalizado el término para la inscripción a elecciones 
uninominales, las encuestas tendrán que incluir a todos los candidatos inscritos para 
la respectiva contienda electoral. 

  

Artículo 6. Requisitos formales para la publicación de encuestas y 
sondeos. Toda encuesta de opinión de carácter electoral al ser publicada o 
difundida, tendrá que serlo en su totalidad y deberá indicar de manera clara y visible 
la siguiente información, a manera de ficha técnica: 

1. La persona natural o jurídica que la realizó y quién la encomendó. 
2. La fuente de su financiación. 
3. El tipo, tamaño de la muestra y procedimiento utilizado para seleccionar 

las unidades muestrales. 
4. El tema o temas concretos a los que se refiere. 
5. El texto literal de la pregunta o preguntas formuladas, y el orden en el 

que se realizaron. 
6. Los candidatos, personas o instituciones por quienes se indagó. 
7. El espacio geográfico y la fecha o período de tiempo en que se realizó. 
8. El margen de error de diseño. 
9. Tipo de estudio con arreglo a las categorías descritas en la presente Ley. 
10. El propósito del estudio. 
11. Universo representado. 
12. Método de recolección de datos. 
13. Nivel de confiabilidad. 
14. Nombres y apellidos de los profesionales en estadística responsables de 

la encuesta. 
15. Declaración en la que se informe si hubo algún tipo de contraprestación 

por responder la encuesta. En caso de que se hubiere otorgado 

contraprestación, se deberá declarar la naturaleza y el valor de dicha 
contraprestación. 
 

Parágrafo 1. Adicionalmente se deberá publicar en anexos técnicos abiertos y 
accesibles al público el número efectivo de respuestas a cada una de las preguntas 
en forma individual, el margen de error calculado de cada indicador y los microdatos 
anonimizando información personal y las variables necesarias para replicar los 
cálculos publicados. 

Parágrafo 2. Las encuestas que no cumplan con los requisitos establecidos en este 
artículo no podrán ser publicadas ni difundidas. 

Parágrafo 3. En su revisión posterior, el Consejo Nacional Electoral ejercerá 
vigilancia sobre el cumplimiento de la presente ley y especialmente sobre la forma 
en que se realizan las preguntas, no inducción a las respuestas, la adecuada 
selección de la muestra, la veracidad de los datos reportados, publicados y las 
buenas prácticas en todas las etapas de la encuesta hasta su publicación y difusión. 

Parágrafo 4. En toda publicación deberá incluirse, de manera resaltada y 
claramente visible, que todas las encuestas se ven afectadas por márgenes de error. 

Parágrafo 5. A partir de la entrada en vigencia de esta ley el Consejo Nacional 
Electoral deberá mantener actualizado y accesible en su página web un repositorio 
con la información señalada en este artículo de cada encuesta publicada, la 
información deberá ser pública en el repositorio en un plazo no superior a cinco (5) 
días desde su reporte por parte de la respectiva firma encuestadora. 

Parágrafo 6. Los sondeos deberán ser acompañados en su publicación y 
divulgación de lo siguiente: La persona natural o jurídica que la realizó y la 
encomendó, la fuente de su financiación, el tipo, tamaño de la muestra y 
procedimiento utilizado para seleccionar las unidades muestrales, el texto literal de 
la pregunta o preguntas formuladas, y el orden en el que se realizaron, las personas 
o instituciones por quienes se indagó, el espacio geográfico y la fecha o período de 
tiempo en que se realizó, el propósito del estudio y el universo representado. 

Artículo 7. Comisión Técnica y de Vigilancia de Encuestas sobre Opinión 
Política y Electoral. Créase la Comisión Técnica de Vigilancia de Encuestas sobre 
Opinión Política y Electoral, la cual es un cuerpo técnico del Consejo Nacional 
Electoral, que tendrá a cargo las siguientes funciones: 

1. Estudiar, evaluar, auditar y conceptuar sobre el cumplimiento de las disposiciones 
que regulan la elaboración y publicación de encuestas. 

2.  Asesorar al Consejo Nacional Electoral en la regulación, vigilancia y seguimiento 
a las encuestas y estudios de opinión política. 

3.   Expedir su propio reglamento y designar coordinador. 

Parágrafo transitorio. Mientras la Comisión expide su reglamento se regirá por 
las siguientes reglas: i) la secretaría técnica será ejercida por la Secretaría General 
del Consejo Nacional Electoral, ii) el quórum para realizar sesiones o tomar 
decisiones se cumplirá con la presencia física o virtual de no menos de 3 
comisionados, iii) La sesiones serán convocadas con al menos siete (7) días de 
anticipación a la fecha de la reunión iv) el coordinador de la comisión asignará entre 
uno (1) y dos (2) comisionados para elaborar la ponencia de las auditorías, informes 
o conceptos que se requieran haciendo uso de un reparto aleatorio y equitativo v) 
la aprobación de conceptos, informes y auditorías así como las demás decisiones de 
la comisión requieren del voto afirmativo de al menos 3 miembros de la comisión.  

 

Artículo 8. Conformación de la Comisión Técnica y de Vigilancia de 
Encuestas sobre Opinión política y Electoral. La Comisión estará integrada por 
cinco (5) miembros con título profesional reconocido en Colombia, que hayan 
realizado estudios de pregrado, especialización, maestría y/o doctorado en 
estadística y que cuenten con experiencia profesional demostrable de al menos 2 
años relacionada con encuestas por muestreo probabilístico. 

Los miembros serán elegidos por el Consejo Nacional Electoral a partir de una lista 
de postulados presentada por los decanos o directores de departamento de 
universidades que ofrezcan programas de pregrado, especialización, maestría y/o 

doctorado en estadística, acreditados en alta calidad por el Ministerio de Educación 
Nacional. Cada programa acreditado podrá postular hasta tres candidatos. Durante 
los cuatro años siguientes a su conformación, en caso de renuncia, inhabilidad, 
fallecimiento u otra circunstancia que genere una vacante en la comisión, el 
reemplazo será seleccionado de la lista de postulados. 

Parágrafo 1. Inhabilidades e incompatibilidades. No podrán ser miembros de la 
Comisión: 

a. Quienes hayan sido sancionados por las conductas previstas en la presente Ley. 

b. Quienes sean afiliados o hayan tenido vínculos contractuales o laborales en los 
últimos tres (3) años con partidos, movimientos o campañas políticas. 

c. Quienes hayan tenido vínculos laborales o contractuales, en los últimos dos (2) 
años, con personas naturales o jurídicas dedicadas a realizar encuestas o 
investigaciones políticas cuantitativas o cualitativas. 

d. Quienes tengan vínculo por matrimonio, unión permanente o parientes hasta el 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil con: 
candidatos; directivos de partidos, movimientos y  campañas políticas; socios, 
miembros de junta directiva o trabajadores de confianza y manejo vinculados a 
personas naturales o jurídicas registradas como encuestadoras políticas. 

Parágrafo 2. Los honorarios de los miembros de La Comisión serán pagados 
mensualmente de acuerdo a la tabla vigente de honorarios de la organización 
electoral. 

Parágrafo 3. En temporada electoral el Consejo Nacional Electoral podrá vincular 
a supernumerarios para asistir la tarea de la Comisión de acuerdo con los 
requerimientos solicitados por ella. 

Parágrafo transitorio.  Para la conformación inicial de la Comisión el Consejo 
Nacional Electoral solicitará a las instituciones de educación superior señaladas en 
este artículo los listados de candidatos en un plazo de diez (10) días desde la entrada 
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en vigencia de la presente ley, a su vez deberá elegir a los miembros de la comisión 
en el plazo de dos (2) meses desde la entrada vigencia de la presente ley. 

 

Artículo 9. De las firmas encuestadoras. Solamente podrán realizar encuestas 
de carácter electoral con ánimo de publicación, las firmas encuestadoras 
previamente registradas ante el Consejo Nacional Electoral. 

No está permitida la publicación y difusión en medios masivos de comunicación, 
incluidas redes sociales, de encuestas y sondeos falsos, que incumplan las 
disposiciones establecidas en la presente ley, o utilicen emblemas de empresas 
encuestadoras registradas sin su autorización. 

  

Artículo 10. Del registro. Para la inscripción en el Registro Nacional de Firmas 
Encuestadoras, se deberá aportar la siguiente información: 

1.   Acreditación de experiencia en materia de realización de encuestas. Para ello, 
se aportarán los contratos cuyo objeto sea la realización de estudios de mercado y 
encuestas de opinión pública que hayan sido legalmente ejecutados con personas 
naturales o jurídicas en los cinco (5) años anteriores a la presentación de la solicitud 
de inscripción en el registro. En caso de que las partes hayan convenido cláusulas o 
acuerdos de confidencialidad, el Consejo Nacional Electoral (CNE) garantizará la 
reserva de la información sobre el objeto del contrato. 

2.  Constitución como sociedad cuyo objeto principal sea la realización de estudios 
de mercado y encuestas: al menos tres (3) años antes de la fecha de la solicitud de 
registro. Para tal efecto, se allegará el correspondiente certificado de existencia y 
representación legal, expedido por la autoridad competente, con una antelación no 
mayor de tres meses a la fecha en que se solicite la inscripción. 

Parágrafo 1. Cuando se trate de mediciones sobre preferencias electorales a nivel 
nacional, las firmas encuestadoras adicionalmente deberán acreditar el 
cumplimiento del estándar de calidad más exigente para el sector de la investigación 

de mercado, investigación social y de la opinión, reconocido por el Subsistema 
Nacional de Calidad o la entidad que lo sustituya o haga sus veces. En caso de 
contradicción entre la norma técnica y lo previsto en esta ley prevalece la ley, 

Parágrafo 2. Las solicitudes de inscripción que no cumplan con los requisitos y con 
las formalidades establecidas en la presente ley serán inadmitidas. El solicitante 
tendrá un plazo de un (1) mes para subsanarlos, de lo contrario se procederá 
conforme al artículo 17 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. 

Parágrafo 3. La inscripción en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras se 
renovará cada tres (3) años. La no solicitud de renovación por parte de los 
interesados conlleva su expiración automática. En caso que, a la fecha de 
vencimiento del término inicial para el cual se realizó la inscripción, el Consejo 
Nacional Electoral no se haya pronunciado sobre la solicitud de renovación, ésta se 
entenderá prorrogada hasta que haya un pronunciamiento definitivo sobre la misma. 

Parágrafo 4. Cualquier cambio que se produzca en la representación legal, en la 
naturaleza de la sociedad y en la dirección del domicilio de las personas inscritas en 
el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras del Consejo Nacional Electoral, debe 
ser notificado por el representante legal, o quien haga sus veces, aportando los 
certificados correspondientes. 

Parágrafo 5. La nacionalidad o país de domicilio de las personas jurídicas que 
deban registrarse en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras no las exime de 
la obligación de registrarse y de cumplir los requisitos legales para la elaboración, 
publicación y divulgación de encuestas. 

Parágrafo Transitorio. Las personas naturales que puedan acreditar que su 
actividad principal ha sido la realización de estudios de mercado y encuestas de 
carácter político y electoral, tendrán un plazo de un año (1) año contado a partir de 
la entrada en vigencia de la presente Ley para constituirse como personas jurídicas 
y solicitar su inscripción en el Registro Nacional de Firmas Encuestadoras. 

Podrán acreditar el cumplimiento de lo previsto en la presente Ley con los soportes 
que den cuenta de la realización como personas naturales de estudios de mercado 
y encuestas de carácter político y electoral como actividad principal, por lo menos 
en los dos (2) años anteriores a la entrada en vigencia de la presente Ley. 

 

Artículo 11. Responsabilidad de las firmas encuestadoras. Las firmas 
encuestadoras deberán cumplir con las leyes de la estadística. Si no lo hicieren, 
responderán civil y penalmente por sus actos cuando corresponda. 

 

Artículo 12. Auditoría y trazabilidad de los datos. Para garantizar que  se 
disponga de la información necesaria para la realización de auditorías, las firmas 
encuestadoras deberán entregar al Consejo Nacional Electoral de manera 
simultánea a la entrega de los productos terminados al cliente y guardar copia, por 
un lapso no inferior a dos (2) años, la siguiente información: 

1. Lo señalado en el artículo 6; 

2. Los cálculos y justificación del tamaño y selección de la muestra; 

3. El código computacional usado para el procesamiento de los datos y el cálculo de 
los indicadores; 

4. Los registros primarios utilizados tales como cuestionarios diligenciados, ficheros 
de datos, grabaciones u otros similares; 

5. Los productos de la auditoría interna. 

Adicionalmente para el caso de encuestas en hogares se deberá entregar el  código 
computacional usado y que haga posible replicar la selección de las unidades 
muestrales. En encuestas telefónicas la descripción del procedimiento de selección 
de la muestra y números telefónicos. 

Todas las encuestas de opinión política nacionales serán auditadas por la comisión. 
Las encuestas territoriales serán auditadas aleatoriamente. El Consejo Nacional 
Electoral podrá contratar auditorías externas.  

Parágrafo.   A partir de la entrada en vigencia de la presente ley el CNE deberá 
conservar al menos dos copias en dispositivos independientes de la información aquí 
señalada en expedientes digitales. 

  

Artículo 13. Prohibición de aportes. Las firmas encuestadoras registradas ante 
el Consejo Nacional Electoral y sus representantes legales, o miembros de junta 
directiva no podrán realizar aportes a las campañas políticas.  

   

Artículo 14. Sanciones en materia de encuestas. Subróguense el artículo 28 
de la ley 996 de 2005 y el artículo 30 de la ley 130 de 1994 los cuales quedarán así: 

ARTÍCULO   . DE LAS ENCUESTAS ELECTORALES. Toda encuesta de opinión 
de carácter electoral al ser publicada o difundida por cualquier medio de 
comunicación tendrá que cumplir con todos los requisitos legales y reglamentarios. 
Sólo podrán divulgarse encuestas representativas estadísticamente, en las cuales 
los entrevistados sean seleccionados probabilísticamente. 

Se prohíbe la realización o publicación de encuestas o sondeos la semana anterior 
a las elecciones en los medios de comunicación social tradicionales o digitales. 
También queda prohibida la divulgación en cualquier medio de comunicación de 
encuestas o sondeos, durante el mismo término, que difundan los medios de 
comunicación social internacionales. 

El Consejo Nacional Electoral ejercerá especial vigilancia sobre las entidades o 
personas que realicen esta actividad cuando se trate de encuestas políticas, 
electorales o sondeos de opinión, para asegurar que las preguntas al público no 
sean formuladas de manera que induzcan una respuesta determinada. 
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Las empresas que contemplen dentro de su objeto la realización de encuestas 
políticas o electorales deberán estar inscritas en el Registro Nacional de 
Encuestadores que para este efecto llevará el Consejo Nacional Electoral cuando 
estén destinadas a ser publicadas. 

En ningún caso se podrán realizar o publicar encuestas, sondeos o proyecciones 
electorales el día de los comicios. 

PARÁGRAFO 1o. Cuando un medio de comunicación realice sondeos de opinión o 
consultas abiertas para que los ciudadanos expresen opiniones sobre preferencias 
electorales por medio de Internet o de llamadas telefónicas, en las que no existe un 
diseño técnico de muestra ni es posible calcular un margen de error, el medio deberá 
informar claramente a sus receptores la naturaleza y alcance de la consulta y 
advertir que no se trata de una encuesta técnicamente diseñada. 

PARÁGRAFO 2o. La infracción a las disposiciones de este artículo será sancionada 
por el Consejo Nacional Electoral, con multa de quince (15) a doscientos (200) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, según la gravedad de la falta, 
impuesta tanto al medio de comunicación como a quien encomendó o financió la 
realización de la encuesta o con la suspensión o prohibición del ejercicio de estas 
actividades. 

El monto de la multa se depositará en el Fondo Nacional de Financiación de Partidos 
y Campañas Electorales. 

PARÁGRAFO 3o. Se entiende que una encuesta tiene carácter político cuando 
verse sobre asuntos relacionados con el Estado o con el poder político. Una encuesta 
o sondeo de opinión tiene carácter electoral cuando se refiere a preferencias 
electorales de los ciudadanos, intenciones de voto, opiniones sobre los candidatos, 
las organizaciones políticas o programas de gobierno. También, en época electoral, 
las que versen sobre cualquier otro tema o circunstancia que pueda tener incidencia 
sobre el desarrollo de la contienda electoral. 

Parágrafo 4. Las sanciones se podrán imponer de conformidad con el 
procedimiento administrativo sancionatorio previsto en el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Las auditorías, conceptos y 
evaluaciones de la Comisión Técnica y de Vigilancia de Encuestas sobre Opinión 
Política y Electoral podrán incorporarse al procedimiento como dictámenes 
periciales. Siempre que la Comisión encuentre infracciones a las normas sobre 
publicación y difusión de encuestas deberá informar al Consejo Nacional Electoral y 
este deberá iniciar el respectivo procedimiento administrativo sancionatorio. 
 

Artículo 15 (Nuevo). Protección de datos personales de los encuestados. 
Las firmas encuestadoras deberán garantizar la confidencialidad y protección de los 
datos personales de los encuestados, en cumplimiento de lo establecido en la Ley 
1581 de 2012 y demás normativa aplicable en materia de protección de datos.  En 
consecuencia: 

1. Los datos recolectados solo podrán conservarse por el tiempo estrictamente 
necesario para fines de auditoría y verificación, y en ningún caso por un 
periodo superior a dos (2) años. 

2. Queda expresamente prohibida la venta, cesión o uso de la información de 
los encuestados para fines distintos a los especificados en la presente ley. 

3. Los encuestados deberán ser informados, previo a su participación, sobre la 
finalidad de la encuesta y sus derechos en relación con el tratamiento de sus 
datos. 

4. Los encuestados deberán autorizar el uso y tratamiento de sus datos 
personales, para los fines señalados en la presente ley. 
 

Artículo 16. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga 
todas las disposiciones que le sean contrarias, especialmente el artículo 10 de la 
resolución 23 de 1996 expedida por el Consejo Nacional Electoral. 

 
 
Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 
1992, me permito presentar el texto definitivo aprobado en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de marzo de 2025 al PROYECTO DE LEY No. 280 DE 2024 

SENADO “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECEN MEDIDAS SOBRE LA 
ELABORACIÓN, PUBLICACIÓN Y DIVULGACIÓN DE ENCUESTAS Y ESTUDIOS 
DE CARÁCTER POLÍTICO”. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
CLARA LÓPEZ OBREGÓN    PALOMA VALENCIA LASERNA 
Senadora Ponente     Senadora Ponente 
 
 
 
 
ALEJANDRO CARLOS CHACÓN   JULIO ELÍAS CHAGÜI FLÓREZ 
Senador Ponente     Senador Ponente 
 
 
 
 
TEMÍSTOCLES ORTEGA NARVÁEZ  AIDA MARINA QUILCUÉ VIVAS 
Senador Ponente     Senadora Ponente 
 
 
 
 
JULIÁN GALLO CUBILLOS   JUAN CARLOS GARCÍA GÓMEZ 
Senador Ponente     Senador Ponente 
 
 
 
 
ARIEL ÁVILA MARTÍNEZ 
Senador Ponente 
 

     
El presente Texto Definitivo, fue aprobado con modificaciones en Sesión Plenaria del Senado 
de la República del día 19 de marzo de 2025, de conformidad con el texto propuesto para 
segundo debate. 
 
 
 
 
DIEGO ALEJANDRO GONZÁLEZ GONZÁLEZ 
Secretario General  
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